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 La eficacia por cumplimiento y resultado en la acción extraordinaria de 





El presente proyecto pretendió incorporar los actuales debates en torno a la innovadora figura 
garantista  de la acción extraordinaria de protección vigente desde  el año 2008, año de las 
reformas constitucionales  al igual que la también vigente Ley  Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional (LOGJCC), y se centrará en el año 2012-2013 en la 
ciudad de Quito, es decir, posterior al periodo de transición de la Corte Constitucional. Que ha 
encausado profundos cuestionamientos discutibles seguridad jurídica, unidad jurisdiccional, 
adecuada identificación  en la emisión de jurisprudencia, eficiencia ; todos ellos referentes a su 
eficacia, la eficacia fue el axial de la presente investigación. De  modalidad  bibliográfica-   
documental y enmarcada en el método deductivo. El  presente estudio aproximó a la búsqueda 
de un conocimiento a la vez que simplificado muy ilustrativo para enfocar la comprensión del 
sistema garantista en el Ecuador. 
 
Palabras Clave:  
 
1. ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN. 
2. EFICACIA.  
3. GARANTISMO 
4. GARANTÍA 
5. SEGURIDAD JURÍDICA.  






The  efficacy of  compliancy  and  result in the  extraordinary protection 




The current  project was intended to  incorporate  debates on  the  innovating garantor figure  
of  extraordinary  protection action, affective since 200, when constitutional  reforms were 
made,  as  well  as the  Jurisdictional Warranties  and  Constitutional Control Organic Law 
(LOGJCC) ,  in  2012-2013 in the  city of  Quito,  after the  transition  term of  the 
Constitutional Court. It  has  caused a  strong questioning on legal certainty, the  jurisdictional 
unit , proper identification of  emission of  questioning on legal  certainty, the  jurisdictional 
unit, proper identification of  emission of jurisprudence and  efficiency. All of  them in respect 
to  efficacy,  which was the  core subject of  the  current   research, under bibliographic -
documentary modality and  using deductive  method. The  current  study  was  approach to  








5. LEGAL CERTAINTY 




El problema de la presente tesis, es el sinnúmero de efectos que producen la falta de 
eficacia formal y material en la acción extraordinaria de protección que a  su  vez  causan  
debilitamiento  en  el régimen  de garantías  del  Estado Constitucional de Derechos e 
inseguridad  jurídica,  esto  es  arbitrariedad  en   la  relación poderes  públicos  y  destinarios  
de la  norma.   
 
En el primer capítulo, se enfocó el problema delimitado en tiempo-espacio; el planteamiento 
del problema que incluye prognosis, análisis crítico, árbol de problemas, así como la relación 
causa efecto de las variables; la formulación del problema; preguntas directrices; objetivos  y 
la justificación. 
 
En el segundo capítulo, presentó trabajos anteriores que desenvuelven el componente teórico y 
legal de la presente  tesis, la hipótesis, la caracterización de las variables tanto directas e 
indirectas  y  una definición de terminológica básica. 
 
En el capítulo tres, se presentó lo referente a  la metodología y los métodos que se utilizaron 
en la investigación, así como la modalidad, tipo, nivel de la investigación, la 
operacionalización de las variables las técnicas e instrumentos y la validez-confiabilidad, así 
como  técnicas de procesamiento y análisis de datos de la tesis. 
 
En el capítulo cuarto, trato  lo ateniente al cuerpo de la investigación donde se encuentra todo 
el criterio legal doctrinario y jurisprudencial actualizado de la AEP,  con la finalidad de 
rescatar esta figura garantista jurisdiccional en el ceno del debate académico.  
 
En el quinto capítulo, realizo la presentación pormenorizada del instrumento de encuesta a 
expertos en la materia constitucional, Corte Constitucional y CEDEC Centro de Estudio y 
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Difusión del Derecho Constitucional, en base a pasteles, la verificación de la hipótesis, así 
como conclusiones y recomendaciones. 
 
En el sexto capítulo, presento la propuesta, donde se pretende generar una investigación mas 
profunda con un año de duración que extienda los alcances informativos pormenorizados de la 






































1.1. Planteamiento del problema 
 
Las constituciones de América Latina se han renovado en la búsqueda de mejores días para el 
acceso a los derechos, incorporando nuevos derechos, a los existentes.  
 
En el caso del Ecuador, a fin de dotar cobertura a las personas del „nuevo catálogo de derechos` crea la 
Corte Constitucional del Ecuador y acciones dedicadas a este fin como la acción extraordinaria de 
protección.  
 
La ciudad de Quito, al igual que muchas ciudades del país, ha sobrellevado esta transformación en el 
cambio y renovación institucional de la Corte Constitucional del Ecuador y de la institución jurídica 
conocida como AEP.  
 
La AEP acción extraordinaria de protección  adolece de eficacia sociológica y política, lo cual significa 
una seria amenaza al Estado constitucional de derechos y su régimen de garantías. 
 
La Ineficacia sociológica y política en la AEP, también acarrea inseguridad jurídica, lo que a su vez se 





A su vez, esto provoca incerteza,  desnaturalización, tergiversación y demás características que restan 
crédito a la garantía jurisdiccional y contravienen el fin del legislador así como incurre en violación de 
la carta constitucional impidiendo, que el Estado constitucional de derechos en el país alcance su 
plenitud en pro de la convivencia y desarrollo.  
 
 
Gráfico 1Relación Causa Efecto. Árbol de Problemas 
 
 
                                                   EFECTOS 
                                                   INMEDIATOS                               
 
                                              VARIABLE DEPENDIENTE 
 
                                                          Ineficacia  
                                                                   





Causas: Se refieren a las variables independientes. 
Efectos: Consideran aspectos de las variables  dependientes. 
Elaborado por: Fonseca Leonardo  
 
La ineficacia sociológica y de resultado, produce a su vez,  una inoportuna identificación del derecho 
violado o “falta de calidad” de los fallos, que al desconocer el derecho lesionado torna también ineficaz 


















Esta falencia institucional es reconocida por las propias autoridades de la Corte Constitucional así la 
Dra. Wendy Molina,  actual vicepresidenta de la Corte  Constitucional, que señala entre las principales 
causas la “falta de señalar en las sentencias  la gravedad del asunto,  novedad del caso e inexistencia 
del precedente judicial, negación de precedentes judiciales fijados” .  
 
Todo lo cual  produce un estado de cosas basado en la arbitrariedad, incomprensión, mala fe, 
tergiversaciones que evitan la correcta aplicación de la acción extraordinaria de protección, restándo 
toda eficacia y falta de materialización de las normas constitucionales en la realidad social.  
 
En lo futuro, de no resolverse parcialmente el problema, la ineficacia con la que se presenta la acción 
extraordinaria de protección producirá un desapego de la esencia del régimen garantista y primarán, 
aparte de representar costes a la justicia tanto en tiempo como en recursos. 
 
Por lo tanto solo mejorando los niveles de eficacia en términos sociológicos y políticos de la acción 
extraordinaria de protección, se puede evitar que, la justicia no se limite en tiempo y recursos.  
 
1.1.1. Ubicación del problema en el contexto socio-cultural  
 
Los elementos de la contextualización  teórica del presente trabajo fueron los conceptos de 
garantismo, acción extraordinaria de protección e inseguridad jurídica incerteza, tergiversación, mala 
aplicación de la figura jurisdiccional.  
 
1.1.2. Delimitación del problema  
 
1.1.2.1. Universo geográfico espacial  
 
Fue  a ciudad de Quito, la Corte Constitucional Avda. 12 de Octubre N16-114 y Pasaje Nicolás 
Jiménez, y el Centro de Estudio y Difusión del Derecho Constitucional  CEDEC Iñaquito E 3-92 entre 
Amazonas y Atahualpa (Detrás del Municipal Tenis Club) 
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1.1.2.2. Universo histórico temporal  
 
La contextualización en el orden temporal fue el primer año en funciones de la actual Corte 
Constitucional del Ecuador, año 2012-2013 
 
1.1.3. Formulación del problema 
 
¿Carece la acción extraordinaria de protección de eficacia sociológica y política?  
 
1.1.4. Evaluación del Problema 
 
Después de conocer la existencia del problema, se debe determinar una serie de acciones y 
factores a tomar en cuenta, cuya realización este orientada a la búsqueda de alternativas que se 




1.2.1. Objetivo general 
 
Traer al debate los efectos de la AEP acción extraordinaria de protección  de la inefectividad 







1.2.2. Objetivos específicos 
 
Traer a discusión los principales efectos de la ineficacia  sociológica en la AEP acción 
extraordinaria de protección.   
 
Debatir  si  la jurisprudencia constitucional como herramienta esclarecedora de los procesos 
jurisdiccionales solucionará muchos problemas de la AEP Acción extraordinaria e protección   
 
Traer elementos de discusión en torno a las dificultades que tiene la AEP a la hora de integrarse en el 
sistema jurídico de garantías, y cumplir según lo exige la eficacia judicial los objetivos para los cuales 
fue prevista por la asamblea constituyente.  
 
Debatir sobre los efectos que la AEP produce sobre la seguridad jurídica, desconociendo otras 
instituciones jurídicas y causando confusión entre los destinatarios de la norma.  
 




El nivel experiencial de la siguiente investigación, fue el de  presentar elementos para el debate 
respecto al Estado constitucional de derechos y  su exigencia de nuevas garantías, para acercar a sus 
destinatarios hacia la protección efectiva de estos.    
 
La originalidad del presente trabajo, fue la de consultar ponencias expresadas, dentro de la institución  
garantista por excelencia como lo es la Corte Constitucional del Ecuador, así como, analizar criterios 
de sus más insignes juristas. 
 
La importancia radicó, en aproximarse a la figura garantista conocida como acción extraordinaria de 
protección, con la única finalidad de traducir sus efectos positivos y negativos, para que estos sean 




Los beneficiarios del presente trabajo de investigación, serán los integrantes de la colectividad, 
legitimarios activos de la acción extraordinaria de protección, vivo reflejo de la esencia del activismo 
civil en la interposición de este recurso. 
 
La utilidad teórica y práctica estriba en el hecho de que,  las figuras garantistas jurisdiccionales, entre 
ellas la AEP, responden a una versión actualizada de la justicia, que modernizan o pretenden 
modernizar, el acatamiento de las normas desde los poderes públicos a los destinatarios.   
 
La misión del siguiente trabajo consistió en concientizar, sobre los efectos positivos o negativos de la 
AEP, en beneficio de debatir sobre el alcance de la norma, a fin de que no se tergiverse su vinculación 
con los fines previstos por el legislador.  
 
La misión del siguiente trabajo consistió en profundizar criterios sobre la AEP acción extraordinaria de 
protección, a fin de generar un debate crítico de la vinculación de la figura con la realidad social  y el 






























2.1. Fundamentación Teórica 
 
La fundamentación filosófica doctrinaria que constituye el pilar de la presente 
investigación, se orientó en base a la teoría garantista de derechos, misma que identifica a la 
acción extraordinaria de protección como el camino de la justicia o citando a Carlos Gaviria 
Díaz „los caminos para la democracia‟ contenidos en el Estado constitucional de derechos . 
 
La valoración que se debe dar a la investigación,  ya que vincula el Estado constitucional de 
derechos con los trabajos en términos de eficacia, a fin de dar respuesta sobre los elementos 
sociológicos y políticos para efectivizar las normas conforme sus destinatarios y el fin que 
quiso alcanzar el legislador en su implementación.  
 
La seguridad jurídica, entendida como el  principio que solventa otra cantidad de principios 
imprescindibles también fueron concebidos en el presente trabajo para que tengan el efecto de 
generar debate en torno a la fidelidad de juezas y jueces para con sus sentencias, en el efecto 
de causar certeza en sus destinatarios  
 
En torno a la seguridad jurídica, esta es una teoría, que encuentra su representación de mayor categoría 
en los trabajos de (Ávila Humberto, 2012) Teoría de la seguridad jurídica  y  (Guilherme, 2012) El 
precedente en la dimensión de la seguridad 
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2.1.1. Antecedentes de estudio  
 
El presente trabajo incluyó los criterios de Prieto Sanchis sobre la eficacia largamente y 
magistralmente aceptados por los autores ecuatorianos para desentrañar los efectos de la eficacia 
jurídica, sociológicos y políticos. 
 
Para el presente trabajo de investigación, se han tomado en cuenta los trabajos de los autores (Navas & 
Storini,2013) sobre la eficacia desde el punto de vista de la acción ordinaria de protección, que en un 
estudio profundo, que  sirvió de guía para  el presente trabajo mediante el estudio comparado de figuras.  
 
Los trabajos de Johanna Romero investigadora de trayectoria, que ha interpretado los contextos de 
eficacia, convergencia así como seguridad jurídica, principios sin los cuales dejaríamos inexistentes las 
herramientas fundamentales, que ayudaron al presente trabajo. 
 
Johanna Romero, también ayudó en gran media al presente trabajo, ya que sus estudios en torno a la 
acción de incumplimiento y eficacia, permitieron acercar teóricamente a este trabajo mediante la 
comprensión de los conceptos de eficacia sociológica y política, una excelente reinterpretación de 
conceptos desde la perspectiva de Prieto Sanchis.  
 
Los trabajos del autor Grijalva entorno los principios de eficacia relacionados con la independencia de 
las funciones del Estado, que en gran medida también motivaron a realizar el presente estudio. 
 
Los trabajos, que tratan el tema de la seguridad jurídica, son ponencias en revistas electrónicas como el 
de (Mestanza, 2013), (Arauz, 2013), (Flores, 2013), y (Zabala, 2004) Teoría de la seguridad jurídica, 
(GARCÍA Falconí, 2012a) Seguridad Jurídica y GARCÍA, FALCONÍ (2013b)  El derecho 
constitucional a la seguridad jurídica. El BLOG de la Universidad de las Américas, Ecuador sin 






2.1.1.1. Antecedentes investigativos  
 
La acción extraordinaria de protección se remonta a  la fracasada medida de amparo de la 
Constitución de 1998, ahora en la Constitución del 2008, se refiere a una garantía jurisdiccional que 
amplía el catálogo de derechos como su efectividad. 
 
Como antecedentes cronológicos para el presente trabajo, resaltan (García Falconí, 2008) La corte 
constitucional y la Acción Extraordinaria de Protección en la nueva constitución política del Ecuador, 
(Cueva, 2011) Acción Constitucional Extraordinaria de Protección. 
 
Las investigaciones previas que soportan las presente tesis son  los trabajos de (Valle, 2012) El amparo 
como garantía constitucional en el  Ecuador y (López, 2012) El amparo constitucional en el 
Ecuador:¿regulación o restricción a la protección de los derechos fundamentales?;así como (Ávila, 
(2012) Los derechos y sus garantías ensayos críticos. 
 
En   investigaciones sobre  la  AEP y  la  eficacia distinguen  (Pazmiño, 2013)  La acción 
extraordinaria de protección: eficacia y efectividad en el orden garantista. (Melo, 2013) La acción 
extraordinaria de protección y la valoración de la prueba en el recurso de casación en materia penal y 
(Ávila & Grijalva, 2012)  Eficacia de las garantías jurisdiccionales.  
 
El CEDEC Centro de Estudios y Difusión del Derecho Constitucional en colaboración con la Corte 
Constitucional, ha elaborado innumerables trabajos que enfocan los beneficios de la acción 
extraordinaria de protección. 
 
Los planteamientos doctrinarios tanto nacionales como internacionales prevén un enfoque garantista en 
toda la región latinoamericana que depone el modelo anterior de estado que salvaguardaba solo 






2.1.1.2. Antecedentes históricos  
 
Para el actual escenario de las garantías constitucionales enmarcado en un proceso histórico 
que se inicia según (Benavides, 2012) con el  “iusnaturalismo producida en la revolución francesa” del 
reconocimiento de los derechos, precedida por la “categoría positivista, decisión pública, 
republicanicismo, versión liberal de derechos, hasta llegar a una etapa de promoción garantista” de los 
estados de hoy en día. (pp.102-105) 
 
Para (Rosillo, 2012) el iusnaturalismo en la región se transluce en la práctica de tres personajes “Las 
Casas, Veracruz y Quiroga, quienes enaltecieron el sentido de pertenencia en la lucha por el 
reconocimiento de los derechos humanos en el pueblo indígena”.(pp.450-451) 
 
En este contexto (Ávila Lizán, 2012) en términos  ideológicos, señala que la historia del garantismo en 
el Ecuador se puede resumir  en una cierta cantidad de etapas muy selectivas “república , liberalismo 
modernizador, revolución juliana y post-libheral de la constitución del 2008”.(p.47) 
 
Es dice MONTAÑA (2012a) “una tendencia regional de los nuevos Estados constitucionales 
especialmente en Latinoamérica en los últimos 15 años donde todos los derechos, sin importar su 
origen, o ámbito de protección, están garantizados mediante distintos tipos de garantías 
constitucionales”.(p.27) 
 
MONTAÑA (2012b) señala que otra característica moderna del Estado garantista se encuentra en  la 
“parte dogmática de la Constitución  que establece un extenso catálogo de derechos con sus respectivos 
mecanismos de garantía y frente a cualquier forma de poder” guiados ha propender “la eficacia 
material de los derechos de las personas y de la naturaleza”(p.104) 
 
Cumpliendo dice MONTAÑA (2012c) en palabras de ZOLO (1994)
1
 citando a Kelsen con aquel 
precepto “la eficacia de los derechos depende de que existan mecanismos que permitan su tutela o 
garantía”. (p.103) 
 
                                                 
1 Obj;Cit: ZOLO, Danilo. “La strategia della cittadinanza”. Cittadinanza, appartenenza, identitá, diritti. Bari, Ed. Latterza, 
1994, p. 33. 
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Además en palabras de ÁVILA, Lizán (2012) “la Constitución de 2008,  establece un puente entre la 
realidad social y la práctica diaria; así como la permanente  radical construcción democrática de una 
nueva cultura constitucional en todos los niveles sociales”. (p.48) 
 
Con lo que ha decir de ÁVILA, Lizán (2012) “el derecho debe ampliarse a incluir aportes por fuera 
del derecho y pensarse como un instrumento para el ejercicio de los derechos”. (p.48) 
 
Es así como en palabras de ÁVILA, Lizán (2012) “la formulación de directrices políticas para el 
acceso a la justicia, la independencia judicial, interna y externa, y la integralidad de la justicia, como 
los grandes ejes de la reforma judicial, y un instrumento de lucha social a partir de la exigibilidad de 
derechos por medio de las garantías” .(p.49) 
 
ÁVILA, Lizán (2012) cita al efecto  el Código Orgánico de la Función Judicial,  en sus artículos  3.1, 
11.8, 84 y 85.50 fija los principios rectores y disposiciones fundamentales respectivamente: 
 
Que, es un deber primordial del Estado garantizar el goce efectivo de los derechos constitucionales 
y desarrollar progresivamente el contenido de los derechos a través de las normas, la 
jurisprudencia y las políticas públicas, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 3.1, 11.8, 84 y 
85.50. (pp.49-50) 
 
Para VALLE (2012)  citando a PISARELLO (2007)
 2
 concluye que “el enfoque garantista pretende 
reducir al máximo la arbitrariedad de los poderes públicos utilizando la constitucionalización de la 
primera instancia” como  una “etapa de diseño a la que se encomendará la protección de los derechos”. 
(pp.10-11) 
 
Además recalca LÓPEZ (2012)  citando a RIVERA (2003)
3
 señala que la creciente implicación de las 
garantías  se debe al estado constitucional de derechos que relegó a segundo plano la existencia 
formalista de la ley: 
 
En el Estado absoluto, la autoridad representada por el monarca (Estado), somete al Derecho 
como norma; en el Estado legislativo la autoridad (parlamento) somete al Estado a través de la 
                                                 
2Obj;Cit: ídem, p. 111 
3 Obj;Cit: RIVERA, José Antonio “El Amparo Constitucional contra Sentencias” en Anuario de derecho Constitucional 
Latinoamericano, 2003, p. 214. 
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Ley; en el Estado constitucional de derechos y de justicia, la autoridad (el constituyente) a través 
de la Constitución, los derechos humanos y la persona someten al Estado. (p.80) 
 
MONTENEGRO (2013)  manifiesta que “la acepción garantía proviene del término anglosajón 
„warranty‟ o „warantia‟, que significa la acción de asegurar, proteger, defender o salvaguardar. 
Garantía equivale pues, en sentido lato a aseguramiento o afianzamiento, pudiendo también denotar 
protección, respaldo, defensa, salvaguarda o apoyo”y “significa obligación del Estado para con las 
personas”.(pp.27-28) 
 
(Grijalva, 2012) “las garantías en sentido amplio son los medios de los que disponen los ciudadanos 
para hacer efectivos sus derechos constitucionales”.(p.29) 
 
MONTENEGRO (2013) en palabras de BADENI(2006)
4
 sostiene que el termino garantismo es 
susceptible de diversas acepciones. Así, se suele distinguir:(pp.28-30) 
 
 Enfoque restrictivo, que limita las garantías constitucionales a ciertos procedimientos 
judiciales, como el proceso sumarísimo, el amparo, el hábeas corpus, y a ciertas reglas 
procesales como la garantía de no declarar contra sí mismo o la autoincriminación; 
 
 Enfoque estricto que, además de los citados en el caso anterior, incluye también a todos los 
procedimientos judiciales destinados a proteger los derechos, tales como el juicio previo, la 
inviolabilidad de la defensa en juicio, el juzgamiento por juez natural; 
 
 Enfoque amplio, que abarca además a las garantías políticas como la división entre el poder 
constituyente y los poderes constituidos, la división de los poderes constituidos, la renovación 
de los gobernantes, la publicidad de los actos gubernamentales; 
 
 Enfoque genérico, que comprende todos los medios o recursos establecidos por la Constitución 
para la defensa de los derechos individuales y de las Instituciones constitucionales. 
 
                                                 
4 Obj;cit: BADENI, Gregorio. Fundamentos De Política Constitucional. Editorial Heliasta. 2006. Pags. 66, 67   
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MONTENEGRO (2013) señala que en el plano constitucional el termino garantía infiere  “los 
remedios procesales validos” ante el organismo judicial que coligados a la libertad o derecho máximo 
pueden  ser invocados expresamente o depender de leyes orgánicas  para su ejecución.(p.30) 
 
VALLE (2012) encuentra en   FERRAJIOLI (2006)
5
 y  PISARELLO (2007)
 6  
dos autores que 
reconocen que  los derechos no pueden subsistir sin las garantías, pues estos no serían “verdaderos 
derechos o simplemente” se niegan “su existencia” al desconocer “los mecanismos o técnicas 
predispuestos para garantizar los derechos” (garantías) .(p.9) 
 
MONTAÑA (2012d)  en palabras de FERRAJIOLLI (2001) señala que existe una diferencia entre 
garantías de tres tipos; primarias y secundarias, luego el propio FERRAJIOLI(1994) citará a Gerardo 
Pisarello para identificar las garantías extrajurídicas “mecanismos de presión social”.(p.104) 
 
ÁVILA, Lizán (2012)   asegura que  existen garantías en las que “su integralidad se ocupa de las 
normas” (garantía normativa), otras que abarcan “las decisiones estatales” (garantía de las políticas 
públicas), y “las prácticas” (garantías jurisdiccionales) “Constitución 2008, artículos 84-86”. (p.48) 
 
Que en breve síntesis ha decir VALLE (2012) en criterio de PISARELLO (2007)
 7
 y los Art(s). 85 y 86 
de la constitución política del Ecuador, involucran a las garantías jurisdiccionales como una figura 
independiente que se subclasifica en (p.11): 
 
 Políticas y semi-políticas, por un lado las funciones  legislativa y ejecutiva y por otro sus 
respectivos órganos que son  semi-políticos en la medida en que son distanciados por razones 
de independencia del poder . 
 
 Jurisdiccionales y semi-jurisidicionales, entre las cuales la principal distinción consiste en la 
sanción jurídica pues ambos son tribunales independientes a los poderes públicos; y 
 
 La constitución caracteriza estas dos garantías de la doctrina como garantías normativas 
políticas y garantías jurisdiccionales 
                                                 
5 Obj;Cit: FERRAJOLI, Luigi,  Derechos y garantías, la Ley del más débil, Madrid, Trotta, 2006, p. 59. 
6Obj;Cit: PISARELLO, Gerardo,  Los derechos sociales y sus garantías, Madrid, Trotta, 2007, p. 111 
7Obj;Cit: ídem, p. 111 
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2.1.1.3. Fundamentación legal  
 
Artículos 82, 94 y 437 de la Constitución de la República del Ecuador, artículos 6, 58, 60, 61, 
62, 63,64 de  la  Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y  Control Constitucional,  y los artículos 
34, 35, 36, 37, 38,  y 39 del  Reglamento de Sustanciación de Procesos en  la Corte  Constitucional  y  
artículos 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30 y 31 del  Reglamento Orgánico por Procesos de la  Corte  
Constitucional y demás disposiciones legales pertinentes.  
 
2.1.2. Definiciones de términos básicos  
 
Eficacia.-Para STORINI Y NAVAS (2013) significa “evaluar la idoneidad de las normas 
(constitucionales y legales) para alcanzar el fin propuesto”.(p.51) 
 
Efectividad.- En palabras de  STORINI Y NAVAS (2013)  se refiere al grado  “el grado de aplicación 
real de las normas por los órganos competentes y su cumplimiento por parte de los destinatarios”. (p.51) 
 
Eficiencia.- Citando a STORINI Y NAVAS (2013) se cumple con la eficiencia si “los medios para 
conseguir los objetivos, de eficacia y efectividad  son adecuados y si se consiguen con el mínimo costo 
posible. (p.51) 
 
Garantía Jurisdiccional.- El termino alude a las garantías de amparo como la AEP que requieren “un 
proceso de desfomalización” citando a GRIJALVA (2012 a) 
 
Identificación de las sentencias.- Su existencia denota en la justicia constitucional una oportuna 
fidelidad a la figura de la AEP, su falta produce en la justicia ordinaria Injerencia indebida. 
 
Instancia.- Se entiende conforme varios autores la pertinencia de instancia a ala AEP en caso de que 





Naturaleza u objeto.- El termino alude por varios autores al alcance de la AEP tras el nuevo catálogo 
garantista y esquema de los derechos. 
 
Prueba.-  la AEP es una institución que reinterpreta la prueba mas no la califica y revierte el estado de 
cosas al momento en que la garantía constitucional  ha sido violada, para ingresar a la sala de admisión 
de la Corte Constitucional deberán estar dotados de eficacia y validez. 
 
Recurso.-LEMA (2012)  tiene por objeto discutir la pretensión jurídica original.II Carnelutti “los 
recursos son el modo de fiscalizar la justicia de lo resuelto”II Alzina que “son los medios que la ley 
concede a las partes dentro del proceso para que una providencia judicial sea modificada o dejada sin 
efecto” II PAZMIÑO (2013) “la institución AEP  es llamada recurso en los artículos 94 y 437 de la 




2.2.1. Hipótesis nula 
 
La ineficacia por cumplimiento y resultado de la acción extraordinaria de protección, es 
superada, por la certeza de los destinatarios de la norma, al limitar la arbitrariedad de los poderes 
estatales disminuyendo la inseguridad jurídica en la acción extraordinaria de protección en el  Estado 









2.2.2. Hipótesis alternativa  
 
La ineficacia por cumplimiento y resultado de la acción extraordinaria de protección, es 
superada, por la adecuada identificación de las sentencias constitucionales al obviar “puntos negros” 
del sistema jurídico ordinario y mantener la supremacía constitucional disminuyendo  la inseguridad 




2.3.1. Variables independientes: 
 
 Ineficacia y Estado Constitucional de Derechos 
 
 Inseguridad jurídica 
 
2.3.2. Variables dependientes: 
 
































Constelación de Ideas de la Variable Independiente 
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Constelación de Ideas de la Variable Dependiente 
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Constelación de Ideas de la Variable Independiente 
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Constelación de Ideas de la Variable Dependiente 
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3.1. Determinación de los métodos a utilizar 
 
El método utilizado será el método deductivo, que  permitirá ir de lo general a lo particular, a 
fin de, contrarrestar sobre la marcha del proceso investigativo las dudas e inquietudes, que versen  
sobre el problema de investigación. 
 
3.2. Diseños de la investigación 
 
El enfoque de la investigación es de carácter cualitativo, en cuanto pretende abarcar la  
comprensión de uno fenómeno social, consistente en la inserción de un mecanismo garantista nuevo en 
el Ecuador, el cual es la acción extraordinaria de protección, con descubrimientos de procesos y 
enfoques contextualizados. 
 
El enfoque cualitativo viene precedido de resultados numéricos tanto en la cuantificación de hechos 




La modalidad de la  investigación es bibliográfica de tipo documental, porque  aborda 
conceptualizaciones,  clasificaciones,  criterios teóricos; basándose en fuentes primarias (documentos) 
o en fuentes secundarias libros, revistas y cuestionamiento a expertos. 
El tipo o nivel de la investigación es correlacional, porque mide el grado de relación que existe entre 
dos o más conceptos o variables, en el contexto particular de la acción extraordinaria de protección  
bajo el principio de la eficacia. 
 
3.3. Población y muestra 
 
El número de actores investigados, fue de (9)  nueve, en número de (8) expertos reconocidos 
de la materia y un ex investigador de materia constitucional, como lo es, la Dra. Johanna Romero, de 
quien también, se tomó criterios de sus obras publicadas.  
 
Cuadro  1: Población 
Informantes Frecuencia 
Juristas de la Corte 
Constitucional 





















3.4. Operacionalización de las variables 















Eficacia teleológica Conforme los fines 
previstos por el  
constituyente 
Eficacia sociológica Adecuación de la 
conducta a la norma 
Eficacia de resultado Conforme los grados 
de cumplimiento para 
la norma fin 
Variable 
dependiente 
Definición Dimensiones Indicador 
Debilitamiento del 
régimen de garantías 






Ineficacia teleológica No cumple los fines 
propuestos por el 
constituyente 
Ineficacia sociológica No se adapta la norma 





















Inseguridad jurídica Falta de certeza 
en el 
acatamiento de 
las normas de 
los poderes 
públicos 






desnaturalización de la 
figura, tergiversación 
E  inaplicabilidad de 
la tutela judicial 
efectiva , 
Injerencias en la 
justicia constitucional 
Evasión de las 
responsabilidades y 
desecho de las causas 
Variable 
dependiente 
Definición Dimensiones Indicador 




receptores de la 
norma y  los 
poderes 
públicos 












manipulación de la 
justicia, injerencia  e 
indefensión 
 







3.5. Técnicas e instrumentos de la investigación 
 
Las técnicas a utilizar son,  la entrevista abierta con su respectivo formulario,  y la estadística 
con su debida técnica de población y muestra, con las indicaciones anteriores. 
 
3.6. Validez y confiabilidad de los instrumentos 
 
La obtención de resultados de la información en base lectura científica y entrevista, guarda 
coherencia con los objetivos de la presente investigación. 
 
Los juristas del CEDEC e investigadores, aportan dotando de toda accesibilidad, libros revistas, 
seminarios, con lo cual el presente trabajo de investigación esté dotando de mayor validez y 
confiabilidad.  
 
Al finalizar con la recolección de información, se continuó con el análisis cuantitativo y cualitativo, el 
cual,  se interpretó mediante cuadros estadísticos que permiten visualizar de manera clara, ordenada y 
de forma sintetizada la información obtenida. 
 
Tabulación múltiple, con interpretación de los resultados en gráficos (cuantitativa y cualitativa). 
 
La exposición gráfica de toda la información alcanzada, se encuentra formalmente respaldada en 


















CUERPO DE LA INVESTIGACIÓN 
 
4.1. Eficacia y Estado constitucional de derechos 
 
La ley trata la eficacia desde la inmediatez, que pese a que los términos se encuentra 
textualmente bien integrados en el artículo 6 de la LOGJCC “la finalidad de las garantías es la 
protección inmediata y eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución” y vincula en doctrina  la 
eficacia con los días en los cuales se efectúan los trámites de admisibilidad de  la AEP , sin aclarar  la 
verdadera amplitud  del concepto jurídico de eficacia. 
 
Otra de las distinciones terminológicas es la efectividad, STORINI Y NAVAS (2013)  señalan “lo que 
se busca es la idoneidad de las normas constitucionales y legales para alcanzar el fin propuesto y a esto 
lo conocemos como eficacia , y el grado de aplicación real de las normas por los órganos competentes 
es decir efectividad”.(p.55) 
 
Al igual que la eficiencia para STORINI Y NAVAS (2013), la eficacia sociológica, para no extenderse 
en contextualizaciones mantiene una “sinonimia entre eficacia, efectividad y eficiencia de las normas, 
en el campo del derecho, que hace referencia a los efectos y consecuencias de conexión entre 
ordenamiento jurídico y realidad social”. (p.46) 
 
STORINI Y NAVAS (2013), sostienen que la eficacia sociológica se relaciona  “con el acceso a la 
justicia, el derecho a no sufrir indefensión, el derecho a la motivación, el derecho a recurrir, el derecho 




Para STORINI Y NAVAS (2013), citando a Jeammaud, Prieto Sanchis, Casamiglia, Kelsen, Luis Diéz 
Picaso y Ponce de León, quienes concluyen  la eficacia sociológica es la materialización de las normas 
en el plano de la realidad para ser eficaces : 
 
(…)la eficacia como la efectividad tiene que ver con la aplicación real de las normas  por los 
órganos competentes y la capacidad de dirigir el comportamiento humano de sus destinatarios, 
esto desde la óptica de Kelsen
8
(…)la eficacia también se identifica con el logro de los propósitos 
personales perseguidos por el legislador lo que también se denomina la ratio legis o los fines del 
legislador (…)La efectividad puede ser medida con el reconocimiento real de la norma o relación 
de conformidad o no contrariedad con las normas, de las situaciones, los actos o los 
comportamientos que se sustancien o tengan lugar en su ámbito de aplicación ,es decir, la 
conformidad entre normatividad y realidad social
9
(…)la eficiencia se refiere a las leyes deben ser 
efectivas y eficaces. La función de las leyes no es la de declarar simplemente principios morales o 
de justicia; las leyes tienen funciones directivas y deben conseguir los objetivos que pretenden, en 
ese caso, son efectivas. Cuando se habla de eficacia se hace referencia a si la norma es obedecida 
y/o aplicada
10
... [y además el mismo autor complementa su criterio al decir que]…Una norma 
puede ser eficaz,  obedecida y, sin embargo, no alcanzar el objetivo que pretendía. En este caso la 
norma está mal diseñada porque es eficaz pero inefectiva. Una norma es efectiva si consigue el 
objetivo que pretende. Una norma es eficiente si consigue este objetivo con el mínimo coste 
posible
11
. Prieto Sanchís distingue entre eficacia de las normas desde tres puntos de vista: jurídico-
dogmático, político y sociológico (…)desde el punto de vista jurídico-dogmático implica que  
cuando se habla de eficacia de los actos o de las normas se aluda a los efectos o consecuencias que 
los mismos presentan de acuerdo con las previsiones establecidas por el propio ordenamiento para 
este tipo de actos o normas. También, se refiere a  la „fuerza o capacidad para producir efectos 
jurídicos‟ (idoneidad) concepto muy cercano a la validez; toda norma válida es eficaz en sentido 
jurídico aunque no toda norma eficaz sea necesariamente válida (leyes inconstitucionales no 
anuladas) (...)Eficacia en sentido político: realización de las finalidades u objetivos sociales o 
políticos para los que fueron establecidas esas normas Las normas a veces se muestran como 
instrumentos idóneos para alcanzar estos fines, entonces, se considerarán eficaces pero en otras 
ocasiones el legislador no acierta y la norma no produce los efectos esperados (problema de la 
identificación de las finalidades que persigue la norma). Respecto del sentido sociológico, este 
                                                 
8 Op.Cit: Kelsen, Hans. Teoría general del derecho y del Estado. Trad. Eduardo García Máynez. México, 
D. F., UNAM, 1995, pp. 30 ss. 
9 Op.Cit: Jeammaud, Antoine. “Legislación y realidad de la negociación: apuntes para el análisis de sus relaciones”. 
La negociación colectiva en América Latina. Eds. Antonio Ojeda Avilés y Oscar Ermida 
Uriarte. Madrid, Trotta, 1993, pp. 15-16. 
10 Op.Cit: Calsamiglia, Albert. Racionalidad y eficiencia del derecho. México, Fontamara, 1997, p. 60. 
11 Ibíd: pp. 62-66. 
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alude a un grado de efectivo cumplimiento de las normas por parte de sus destinatarios. la mayor 
o menor eficacia de las normas deberá ser medida en función de su grado de contribución a la 




La eficacia sociológica señalan  STORINI Y NAVAS (2013), debe asegurar el Estado constitucional 
de derechos, para salvaguardar la  garantía real y no solo la validez desde lo procedimental y sustancial: 
 
(…) la constitución prevé el principio de efectividad , por medio del cual podrán ser evaluados los 
actos de protección de los derechos juzgados no desde la validez procedimental o sustancial sino 
desde la capacidad de asegurar o no la garantía integral de los derechos en la realidad. (p.53) 
 
La eficacia sociológica exige  en palabras de  STORINI Y NAVAS (2013) citando a Ferrajioli el 
Estado social de derechos caso contrario el Estado es  “políticamente ilegitimo”13. (pp.51-52) 
 
La eficacia sociológica citando a Gaviria para el Seminario internacional procesos constituyentes y 
legitimidad de la justicia constitucional en Quito Hotel Hilton Colón 2013, se enfoca en“la realidad 
latinoamericana se sienta en buscar caminos para la democracia en el reconocimiento de 
DESC(derechos económicos sociales y culturales)”. 
 
La eficacia  sociológica, según, STORINI Y NAVAS (2013) se establece, en el artículo 3, numeral 11 
de la Constitución al “garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos 
establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales”. (p.52) 
 
Otros autores como URIBE (2012) señala citando a Manuel Atienza,, entienden por la eficacia un fin 
en si mismo, para cumplir con los objetivos que el legislador se planteo en la norma pero para 
plasmarlos en la realidad: 
 
Ha conceptualizado el principio de la racionalidad teleológica en la producción legislativa, por 
medio del cual se entiende que las normas que forman parte del ordenamiento jurídico nacional 
convocan al cumplimiento de las normas por la sociedad, lo que se traduce en la práctica de 
                                                 









URIBE (2012)  también citando a otro autor Zorrilla determina que en este sentido el reflejo que debe 
tener la eficacia sociológica, no es más que la de  tutelar la propia constitución: 
 
La eficacia acarrea entonces la existencia de la práctica social que el derecho intenta impregnar en 
la realidad en la que se aplica, mientras la efectividad debe ser entendida como la existencia de 
estructuras sociales generadas con el objeto de acceder realmente a tales prácticas y así tutelar y 




Ahora  STORINI Y NAVAS (2013)  señalan que “las perspectivas formal y material no son 
contradictorias sino  son complementarias” y citando a Santi Romano, determina que  la constitución 
formal y material „son ambas normativas y fácticas‟16 “de tal manera que el garantismo formal debe 
hacerse presente en el plano sociológico y real“.(pp.32:34-35) 
 
La Constitución en su existencia formal solo puede ser interpretada desde el estudio y la lectura, en 
cambio la perspectiva material de „fuerza activa y eficaz‟ desde la perspectiva sociológica mediando 
„factores reales de poder‟, de esta manera STORINI Y NAVAS (2013) citando a Lassalle concluye 
que: 
 
Al plano „formal‟ o jurídico puede accederse mediante la lectura, estudio e interpretación de las 
normas vigentes, conforme surgen del propio texto constitucional; mientras al plano „material‟, 
real o sociológico, inaccesible desde la simple lectura de las normas, solo puede accederse desde el 
análisis la realidad político-social y verificar el grado de efectiva vigencia del orden constitucional 
en la praxis política, judicial, profesional y ciudadana; lo cual implica una medición de la realidad 
sociopolítica para constatar el grado de observancia real de la constitución. en este punto vale la 
pena distinguir aquello sostenido por lasalle entre la constitución „hoja de papel‟ o mera 
„expresión escrita‟ y la constitución basada en los „factores reales de poder‟ que son la “fuerza 
                                                 
14 Op.Cit: Atienza, Manuel. “Contribución para una teoría de la legislación”. Elementos de técnica legislativa. México. 
Instituto de Investigaciones Jurídicas, Universidad Nacional Autónoma de México, 
2000, pp. 19-22. 
15 Op:Cit: Zorrilla Ruiz, Manuel. Teoría general para un entendimiento razonable de los episodios del mundo del derecho. 
Madrid, Editorial Dykinson, 2005, p. 282. 
16 Op.Cit: Romano, Santi, L‟ Ordimnamento Giuridico. Bologna, Sansoni, 197, pp.252-253. 
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activa y eficaz que informa todas las leyes e instituciones jurídicas de la sociedad”.17(…)a un 
margen estrecho pero irreductible de ilegitimidad del poder” 18.(pp.51-52) 
 
Efectivamente, para que opere la eficacia en todo su vigor  hay que entenderla desde la dependencia de 
la realidad formal de las leyes previstas en el ordenamiento jurídico y la realidad social. 
 
Para STORINI Y NAVAS (2013) desde el punto de vista de la eficacia  en un Estado constitucional de 
derechos, siempre existirá un “ grado de ineficacia de las normas, ya que es imposible la plena 
realización de los fines constitucionales” lo cual constituye “una separación entre normatividad 
constitucional y facticidad ”(pp.51-52) 
 
En este contexto ROMERO (2012b) señala citando a Prieto Sanchis, que la eficacia solo puede ser en 
base a resultados  “que  también se denomina  eficacia como resultado y que se basa en los resultados 
obtenidos para  la consecución de un fin” más no el fin en si mismo. (p.230) 
 
ROMERO (2012b) , también señala que “Una norma será eficaz cuando los destinatarios ajusten su 
comportamiento a lo prescrito en la norma, o al menos cuando la norma tiene tanta fuerza como para 
imponer una reacción al incumplimiento” por lo tanto la eficacia de una norma es gradual y no 
predefinido o estático. (p.230) 
 
Asì ROMERO (2012b) concluye qque “la contribución que la norma de hacia el fin determinará el 
grado de eficacia, y se denomina a las normas constitucionales normas-fin, a las cuales se llega 
mediante normas instrumentales intermedias, lo cual supone una situación gradual ya que no existen 
normas absolutamente eficaces”. (pp.230-231) 
 
 ROMERO (2012b) sostiene que “La eficacia de las normas no posee ni tiempo ni  número, es decir 
no posee cuantificación para saber por ejemplo en cuanto tiempo se vuelve eficaz o cuantos 
incumplimientos llevaron a su eficacia , de tal manera que se debe entender la eficacia desde la 
perspectiva de la norma como cumplimiento y como resultado“(p.231) 
 
                                                 
17 Op.Cit: Lassalle, Ferdinand. ¿Qué es una Constitución? Buenos Aires, Ed. Siglo Veinte, 1964, pp. 55, 63, 89. 
18 Ferrajoli, Luigi. Derecho y razón. Madrid, Trotta, 2001, p.867. 
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La eficacia como cumplimiento y la eficacia como resultado, dice ROMERO (2012b)  citando a Prieto 
Sanchis  y a Norberto Bobbio,  producen una subclasificación de  consistentes en normas en (p.231): 
 
 Normas que cumplen de manera espontánea; 
 
 Normas obedecidas por temor a sanción; 
 
 Normas incumplidas a pesar de la sanción; y 
 
 Normas incumplidas pero que además no poseen sanción 
 
ROMERO (2012b)  sostiene que, para hacer eficaz el Estado constitucional de derechos “las normas 
con rango constitucional (de los poderes públicos) requieren para su materialización la norma 
instrumental es decir el acatamiento de las normas inferiores (propias de los particulares)” y así llegar 
al fin de la satisfacción de objetivos garantistas  (pp.231-232) 
 
Pero  ambos niveles de eficacia se ven impedidos, por falta de convergencia entre la jurisdicción 
ordinaria y constitucional  y en este contexto existen un sinnúmero de matices, que deben ser enfocadas 
desde la perspectiva de la convergencia entre jurisdicciones.  
VALLE (2012)  en palabras de MONROY(1999)
 19
 y  MONTAÑA  (2012d)  coinciden al señalar las 
siguientes perspectivas de la eficacia por cumplimiento de la AEP en relación con el Estado 
constitucional de derechos .(pp.13-15) y (pp.36-37): 
 
 La defensa de la Constitución en toda su amplitud, garantizando su supremacía y estableciendo 
limitaciones y sujeción del poder al derecho; 
 
 La protección de los derechos constitucionalmente reconocidos de las personas y del sistema 
democrático; 
 
 La existencia de órganos encargados de la justicia constitucional que velan por el respeto de los 
derechos fundamentales, 
                                                 
19  Obj;cit: MONROY CABRA, Marco, Gerardo «Necesidad e importancia de los tribunales», en Anuario de Derecho 




 La justicia constitucional como uno de los elementos esenciales de un Estado constitucional de 
derechos. 
 
 El procedimiento de tramitación es oral, esto es, mediante de audiencias públicas 
 
 El no cumplimiento de una garantía jurisdiccional conlleva la destitución del cargo por parte 
del funcionario renuente al cumplimiento 
 
 Crisis del sistema parlamentarista 
 
 El carácter normativo de la Constitución o su eficacia directa e inmediata 
 
 La vinculación más sólida de los derechos fundamentales en comparación con las normas 
infraconstitucionales 
 
 La facultad de la jueza o juez común para analizar si una norma en un caso concreto tiene duda 
fundada de inconstitucionalidad 
 
 La aplicación de normas ordinarias en concordancia con las normas constitucionales 
establecidas según el caso. 
 
 La ineficacia de las competencias de la jurisdicción ordinaria, entre las que figuran  
“mandamientos de ejecución, resolución de medidas cautelares, mandamiento de acciones 
declarativas, práctica de diligencias previas, peritajes, sentencias resolutivas de reparaciones, 
entre otras.”, en salas especializadas de justicia constitucional adscritas a los máximos órganos 
judiciales ordinarios, pero dotadas de autonomía e imparcialidad que difieren de los tribunales 
y cortes constitucionales distintos a la función judicial 
 





                                                 
20 Obj;Cit: ÁVILA , Santamaría, Ramiro «El amparo constitucional: entre el diseño liberal y la práctica formal », en Un 
cambio ineludible: la Corte Constitucional, Quito, Tribunal Constitucional del Ecuador, 2007, 
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 Los mecanismos de la jurisdicción ordinaria operan en los campos administrativo –judicial en 
las normas del debido proceso  y  son  mandamientos de ejecución, resolución de medidas 
cautelares, mandamiento de acciones declarativas, práctica de diligencias previas, peritajes, 
que difieren de las herramientas garantistas de la jurisdicción constitucional  acción de 
protección, en el art. 88; acción de hábeas corpus, en los art. 89 y 90; acción de información 
pública, en el art. 91; acción de hábeas data, en el art. 92; acción por incumplimiento en el art. 
93, y, finalmente, la acción extraordinaria de protección, en el art. 94 
 
 Sentencias resolutivas de reparaciones, entre otras. 
 




 Oportuna defensa de derechos 
 
LEMA (2012) por su parte sostiene que, la eficacia de cumplimiento y resultado se refleja en las 
siguientes características de la AEP en beneficio del Estado constitucional de derechos (pp.135-136): 
 
 Actualiza el ordenamiento jurídico ecuatoriano a los estándares internacionales 
 
 Garantiza el principio de supremacía de la constitución 
 
 Refuerza la vinculación de los jueces al debido proceso y a los derechos constitucionales 
 
 La motivación y argumentación racional de las sentencias judiciales 
 
 Unifica la interpretación sobre derechos constitucionales 
 
 No pone en duda el principio de cosa juzgada, se establece un plazo perentorio para presentar 
la acción 
 




 Garantiza la justicia material de las decisiones judiciales. 
 
La convergencia demanda que exista, un dialogo entre jurisdicciones, esto es entre  la justicia 
constitucional y la ordinaria; mediando garantías especiales como la AEP, por las siguientes razones: 
 
 La natural supremacía constitucional 
 
 La teoría del equilibrio de poderes o autonomía política administrativa y financiera de la 
función judicial 
 
 Correcto enunciado normativo constitucional o parámetro axiológico de vigencia y eficacia;  
 
 La armonía entre ambas garantías jurisdiccionales ordinarias y extraordinarias, y  
 
 La agilidad que la justicia constitucional debería tener al ser reconocida y ejecutada por jueces 
ordinarios. 
 
GRIJALVA (2012) en palabras de TRUJILLO Y ÁVILA (2008)
21
manifiestan que la constitución del 
2008 a fin de hacer efectivo el cumplimento de los derechos dejó de jerarquizarlos: 
 
(…) la Constitución de 2008 elimina las clasificaciones tradicionales de derechos. Lo hace 
con el propósito de enfatizar el carácter complementario y la igual jerarquía de todos los 
derechos constitucionales.1 Así, por ejemplo, elimina la clásica división de derechos 
civiles, políticos, y económicos, sociales y culturales. En su lugar utiliza una división 
puramente temática (derechos de participación, derechos de libertad, etc.). Incluso al 
referirse a los derechos colectivos, la Constitución de 2008 los denomina “derechos de las 
comunidades, pueblos y nacionalidades”(...)todos los derechos pueden exigirse de forma 
individual o colectiva.(pp.28-29) 
 
LÓPEZ (2012) señala que la justicia ordinaria no es intervenida por la justicia constitucional , sino 
que  es la calidad formativa para afrontar el conocimiento del imperio constitucional, integrado a la 
                                                 
21 Op.Cit: Trujillo, Julio César y Ramiro Ávila Santamaría. “Los derechos en el proyecto de Constitución”. Análisis. Nueva 
Constitución. Quito, Ildis, 2008, pp. 68-85. 
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administración de justicia ordinaria, por parte de los funcionarios judiciales ordinarios citando a  
BOTERO (2009)
22
, concluye : 
 
(...)en el orden jurídico las cortes nacionales o cortes de casación son los tribunales supremos de 
sus jurisdicciones y que cuentan además con la misma formación judicial que los jueces 
constitucionales.(pp.87-88) 
 
La convergencia es criterio fiel de   HUALPA (2011) quien señala que “la Constitución es la norma 
suprema del Estado de la que se derivan todas las normas infra-constitucionales que rigen y organizan 
la vida en sociedad”.(p.7) 
 
Y agrega HUALPA (2011) citando a STORIINI (2008)
23
 la “protección, la supremacía de la Corte 
Constitucional sobre la Corte Nacional de Justicia debe ser definida como „natural‟, y la cuestión de 
justicia debe plantearse en el marco de la tarea de aplicación-interpretación de la Constitución y de 
aplicación-interpretación de la ley”. (p.81-82) 
 
MONTAÑA(2012c) al señalar que no existe conflicto jurisdiccional ya que la constitución representa 
el parámetro axiológico de vigencia y eficacia interpretativa lo suficiente solvente para delimitar  
ambas justicias: 
 
la Constitución es una norma jurídica, además de ser norma suprema de todo el ordenamiento. 
Esta doble condición la convierte en parámetro axiológico del ordenamiento en su integridad y que  
las normas del ordenamiento están directamente relacionados con la labor de interpretación que 
cumplen los jueces constitucionales, particularmente con la vigencia y eficacia del principio de 
interpretación conforme a la Constitución (p.26) 
 
Así MONTAÑA (2012c) afirma también que el asunto se reduce a “la existencia de un correcto 
enunciado normativo constitucional y de la aplicación que de aquel hagan  los propios jueces 
                                                 
22  Op.Cit: BOTERO, Catalina  y otros, Tutela contra sentencias 
http://dejusticia.org/interna.php?id_tipo_publicacion=5&id_publicacion=265. (visita efectuada el 13 de enero de 2009). 
 
23 Op.Cit: STORINI, Claudia , “Las garantías constitucionales de los derechos fundamentales en la Constitución Ecuatoriana 




competentes para convertirlas en normas vigentes
24
, de acuerdo con los postulados básicos de la 
ideología constitucional”.(p.87) 
 
Otra de las barreras entre garantismo jurisdiccional especial y la justicia ordinaria, se ve superado en el 
derecho comparado, ya que para HUALPA (2011) señala que  el grado de conflictividad en el Ecuador 
es menor que el de otras legislaciones en eventualidades históricas similares: 
 
Debo indicar que en Ecuador no se han presentado las tensiones entre la justicia constitucional y 
la justicia ordinaria como en España (guerra de Cortes) o Colombia (choque de vanidades) pues 
los jueces ordinarios conocedores de la Constitución han aceptado su supremacía y la competencia 
que tiene la Corte Constitucional como máximo órgano de control e interpretación 
constitucional(…)no obstante  la corte adquiere independencia  e imparcialidad ante el ejecutivo y 
el legislativo.(p.84) 
 
Para MONTAÑA (2012c) no existiría tal división de justicias si  tan solo se respetara “la 
independencia de los jueces para tomar las decisiones constitucionales (como independencia interna) y 
una independencia externa entendida como autonomía política, administrativa y financiera de la 
función judicial respecto de los demás poderes del Estado”.(p.86) 
 
Además  MONTAÑA (2012c) que “al ser convertidos en jueces constitucionales los jueces ordinarios, 
están obligados a ser los primeros defensores de la Constitución”(p.87) 
 
A lo cual  HUALPA (2011)  agrega que ambos límites jurisdiccionales están integrados por la función 
que adquieren los jueces ordinarios, obrando de constitucionales, al remitir a la corte constitucional la 
mínima inquietud garantista constitucional sobre la marcha del proceso: 
 
(…)decir, cuando los jueces ordinarios dan trámite a las garantías jurisdiccionales constitucionales 
como la Acción de Protección, Hábeas Corpus, Hábeas Data, Acción de Acceso a la Información, 
se convierten en jueces constitucionales conforme el art. 4 del Código Orgánico de la Función 
Judicial y el 428 de la Constitución…[dónde el funcionario judicial de oficio o a petición de parte 
en conocimiento de la norma de inconstitucional debe remitirlo en expediente a la Corte 
Constitucional]…(…)ya que todo órgano judicial ordinario tiene la obligación de garantizar la 
aplicación de la Constitución, pues su función es asegurar la supremacía de la Constitución y la 
                                                 
24 Obj;Cit: ATIENZA, Manuel. El Derecho como argumentación. Barcelona, Editorial Ariel, 2007. 
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preservación del ordenamiento jurídico(…)fórmula idónea para solventar el problema del vínculo 
entre el juez ordinario, a la Ley y a la Constitución (pp.83-84) 
 
Para MONATAÑA(2012d)  quien manifiesta que el deslinde jurisdiccional es el resultado  de la crisis 
parlamentarista que ha suscitado la presencia de nuevas herramientas ante la ineficacia institucional de 
una justicia ordinaria ideal para defender los intereses colectivos fruto de un exacerbado formalismo: 
 
Es aquella que se ejerce ante la jurisdicción mediante la  acción para lograr la tutela efectiva de los 
derechos. o conjunto de instrumentos procesales que—dentro del sistema jurídico estatal— 
brindan  la necesidad de garantizar institucionalmente los derechos humanos y la …[ya que 
la]…crisis del parlamentarismo racionalizado han producido un redimensionamiento de la 
función jurisdiccional dentro de la estructura del Estado: el juez ya no es más como pensaba 
Montesquieu, y los liberales del siglo XIX, la boca muda de la ley sino que se convierte en el 
protagonista de la acción del Estado, mediante el papel de garantes últimos de los derechos 
constitucionales.(pp.34-35) 
 
Los autores que sostienen que  la figura de la AEP causa problemas entre la justicia constitucional y 
ordinaria pero que pueden ser subsanados conforme la flexibilidad entre justicia abogan por la 
convergencia, como el medio para subsanar esas diferencias, para así conseguir la eficacia sociológica 
y política.  
 
La existencia de dos justicias demanda para su eficacia institucional convergencia. Así LÓPEZ (2012) 
citando a  GRIJALVA (2008)
 25
 manifiesta las inquietudes de la Comunidad Andina de Juristas sobre 
la forma como el sistema de justicia se enfoca en los formalismos mas que una naciente concepción 
neoconstitucionalista de la realidad jurídica del país : 
 
(…) hay que señalar, primero, que la institución de control constitucional de decisiones judiciales 
no es, como algunos han dicho, una novelería o extravagancia. Por el contrario, la institución 
existe en muchos países con sistemas jurídicos similares al nuestro. Así, por ejemplo, existe con 
mayor o menor amplitud en todos los demás países de la Comunidad Andina, así como Chile, 
España o Alemania por citar algunos. A nivel de derecho comparado, lo extraño, más bien, es la 
prohibición absoluta que establece la Constitución ecuatoriana de 1998, como lo expresa la 
Comisión Andina de Juristas: “De los países de la región, Ecuador es el único que contiene una 
                                                 
25  Obj;Cit: GRIJALVA, Agustín, “Perspectivas y Desafíos de la Corte Constitucional” en Desafíos constitucionales La 




restricción absoluta a la posibilidad de iniciar un proceso de amparo contra una resolución 
judicial (…). (p.79) 
 
La ineficacia institucional de la AEP  y sus conflictos con la justicia  ordinaria se producen por  la falta 
de convergencia entre las dos justicias,  que haga posible un mejor trabajo en cuanto  unidad 
jurisdiccional. 
 
En la convergencia, la justicia constitucional resalta y amplifica la justicia ordinaria asì LÓPEZ (2012) 
citando a BOTERO (2009)
26
 dirá que la AEP “ contiene un mínimo de justicia material  que lo 
constituye el respeto de los derechos fundamentales”.(p.85) 
 
Empero la convergencia presenta un problema, la injerencia de una justicia a otra en la AEP  así para  
STORINI Y NAVAS (2013)   “los jueces no parecen diferenciar, en su mayoría, cuándo están ante 
casos de vulneración de derechos constitucionales y cuándo se trata de temas que compete resolver a la 
justicia ordinaria”.(p.179) 
 
MELO (2013)  señala que el atentado a la AEP  por falta de convergencia entre las dos justicias 
también  puede ser externo e interno, externo cuando atenta contra el equilibrio de poderes e interno 
autoreglamentación de los jueces y sistema de tribunales artículo 168 num 1 de la Constitución : 
 
(...) el principio de independencia interna y externa previsto en el artículo 168, numeral 1 
de la Constitución de la República para desarrollarlo de la siguiente manera: La 
independencia externa se refiere al papel de los jueces frente a circunstancias ajenas a sus 
funciones jurisdiccionales, como por ejemplo, la intromisión de los poderes legislativo y 
ejecutivo en la función judicial. Mientras que la independencia interna es igualmente 
importante para el funcionamiento justo y eficiente del sistema de justicia. Se refiere a la 
autoreglamentación de los jueces y sistema de tribunales, es decir a la influencia de 
factores internos dentro de su función que puedan alterar su libertad de decisión.(p.48) 
El problema es que de no existir convergencia, las sentencias judiciales en materia de garantías 
jurisdiccionales tal el caso de la acción extraordinaria de protección denotan que no existe precisiones 
sobre lo constitucional y lo ordinario así  STORINI Y NAVAS (2013) señalan que, afectando la 
eficacia sociológica y política:  
                                                 




La línea entre la justicia constitucional y la ordinaria no parece estar en otras palabras, bien 
definida. Se produce una competencia de vías en lugar de una convergencia donde cada una 
mantenga su razón de ser. Esto se relaciona con la obsolescencia de las normas procesales 
administrativas y otros aspectos institucionales y de prácticas (cuya caracterización rebasa este 
estudio) que tienen como resultado que las vías ordinarias, en especial la contencioso 
administrativa y la laboral no operan adecuadamente.(p.179) 
 
La AEP no interviene en la justicia ordinaria señala  LÓPEZ (2012)  insiste al afirmar que no se 
menciona de la calidad supletoria de la AEP y que mas bien es beneficiosa para el país ya que impide 
posteriores juicios internacionales al Estado ecuatoriano: 
 
Lo que no se ha dicho sin embargo, es que esta acción es subsidiaria y extraordinaria, debiendo en 
consecuencia operar ciertos requisitos o condiciones de procedibilidad necesarios para su vigencia, 
como por ejemplo, que se trate de sentencias y autos ejecutoriados pero no ejecutados (es decir 
antes de que se ejecute la sentencia misma); que se hayan agotado todos los recursos ordinarios y 
extraordinarios previstos en el orden jurídico interno; un tiempo de caducidad para la 
interposición de la garantía; que se refiera exclusivamente a la violación de derechos 
fundamentales y que puedan afectar(...)proceso, una fórmula de cierre dentro del ordenamiento 
jurídico que evite responsabilidades internacionales posteriores al Estado trasgresor de los 












4.2. Inseguridad jurídica 
 
Para ROMERO (2012b) “La seguridad jurídica significa certeza o  previsibilidad es decir seguridad 
en el actuar de la autoridad en el sometimiento y en el cumplimiento de la ley” , o el saber a que 
atenerse, evitando la arbitrariedad
27
 hacia los destinatarios .(pp.227-233) 
 
El principio de seguridad jurídica engloba tres principios entre ellos la eficacia  ha decir de ROMERO 
(2012b) en palabras de Espín
28
 quien a su vez refiere el criterio del Tribunal Constitucional español, . 
(STC 27/81, caso Presupuestos Generales del Estado 1981) (p.227) así: 
 
 La estructura del ordenamiento jurídico, como los principios de jerarquía y competencia; 
 
 La eficacia de las normas, como de publicidad e irretroactividad, y; 
 
 La actuación de los poderes públicos, conforme  a  los  principios  legalidad, responsabilidad y 
de proscripción de la arbitrariedad. 
 
Entre las causas de inseguridad jurídica, que generan arbitrariedad por parte de los poderes públicos, 
produciendo ineficacia sociológica y política,  en  la acción extraordinaria de protección se encuentran: 
 
 La imprevisibilidad, que genera incerteza; 
 
 La desnaturalización de la figura, que causa una técnica dilatoria; 
 
 Tergiversación de la figura AEP,  
 
 Efectos negativos en la tutela judicial efectiva y el debido proceso  
 
 Injerencia de la justicia ordinaria, lo cual provoca subordinación de la justicia ordinaria a la  
justicia constitucional;  
                                                 
27 Op.Cit:Pces-Barba, Gregorio. Curso de derechos fundamentales .Teorìa general Madrid. Universidad Carlos III de Madrid , 
Boletì9n oficial del Estado de España , 1999, pp.  
28 Op.Cit: Espín, Eduardo. “El sistema de fuentes en la Constitución”. Derecho Constitucional. El ordenamiento constitucional. 
Derecho y deberes de los ciudadanos, vol. I. Luis López Guerra et al. Valencia, Tirant lo Blanch, 2002 
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 Injerencia de la justicia constitucional en la justicia ordinaria, lo que produce  manipulación de 
la justicia; 
 
 Evasión de las responsabilidades de los jueces ordinarios en la AEP, lo que genera injerencia 
de la  justicia ordinaria en la constitucional; y  
 
 El desecho de las causas lo que conlleva a la indefensión.  
 
Al referirse a la arbitrariedad MONTENEGRO (2013) señala que,  la función de los jueces 
constitucionales en el conocimiento de los conflictos, interpretación y la administración de justicia 
constitucional, así como precautelarla existencia de un juicio justo y honesto por medio del debido 
proceso: 
 
El juez constitucional dentro de la jurisdicción constitucional ostenta una responsabilidad de gran 
envergadura, pues su competencia se radica en el conocimiento de los conflictos de orden 
constitucional, en la interpretación de la constitución y en la administración de justicia 
constitucional(…)observen las garantías del debido proceso y aplicar el principio de razonabilidad 
en cada una de las decisiones que adopten; esto es que el debido proceso orienta a los jueces hacia 
un juicio justo y honesto, por eso la necesidad de tener un debido proceso sujeto a las condiciones 
de la ley, evitando la discreción judicial y los abusos de autoridad(…)que regule los 
procedimientos de tutela efectiva de los derechos, en el Ecuador esta función es ejecutada por la 
Corte Constitucional.(p.19) 
 
En el contexto de la AEP, la eficacia sociológica es entendida en su sentido como los fines que la 
autoridad quiso alcanzar, para adicionalmente ser cumplida por sus destinatarios lo que brinda la 
seguridad jurídica y asegura el cese de la arbitrariedad así citando a   STORINI Y NAVAS (2013)   : 
 
(...)La efectividad puede evaluarse en relación al cumplimiento de la norma por sus 
destinatarios...una norma aunque se cumpla, por sus destinatarios puede resultar ineficaz al no 
lograr los fines que la autoridad que la diseñó quería alcanzar (…) lograr los fines que la 




La controversia jurisdiccional entre justicias produce inseguridad jurídica y contraviene principios 
fundamentales arraigados a la cultura jurídica nacional; entre ellos encontramos la cosa juzgada; y 
tutela judicial efectiva de los derecho que involucra a su vez el debido proceso. 
 
MONTENEGRO (2013) señala, que los aspectos negados del proceso judicial ordinario a manera del 
recurso de casación, pretenden ser reivindicados en la instancia constitucional lo que se perjudica con 
el periodo de caducidad en la oportuna defensa de derechos: 
 
Sin tratar de conseguir que en sede constitucional aspectos que le fueron negados en el proceso 
judicial(...)evitar lo que está sucediendo en la Corte Nacional con el recurso de casación.(...)no 
existe un periódo de caducidad para la presentación de la acción...[lo que perjudica la oportuna 
defensa de los derechos(pp.60-61)] 
 
La cosa juzgada  para otros autores no es una cuarta instancia procesal de la justicia ordinaria,  ya que, 
no existe un nuevo proceso sino un nuevo estado de  cosas, para lo cual se debe separar la noción de 
acción de la de recurso, así lema LEMA (2012) citando algunos autores señala que (p.133): 
 
 Alzina “la acción es un derecho público subjetivo que requiere la intervención del órgano 
jurisdiccional para  la protección de una pretensión jurídica”   jurídica”, mientras que “recursos 
son los medios que la ley concede a las partes dentro del proceso para que una providencia 
judicial sea modificada o dejada sin efecto”; 
 
 Carnelutti “los recursos son el modo de fiscalizar la justicia de lo resuelto”; y 
 
 Concluye que la AEP  es una acción porque “No tiene por objeto discutir la pretensión jurídica 
original sino que se sustenta en una providencia jurisdiccional cuestionada y porque no es una 
fase o instancia dentro del trámite del proceso, sino que implica el inicio de un nuevo 
procedimiento” 
 
Recalca PAZMIÑO (2013) que en derecho procesal la acción significa el inicio de la participación 
activa de un juez de instancia en el  mismo proceso como sucede con la AEP y no en un proceso 




En derecho procesal una acción significa el inicio de un proceso y es el acto mediante el cual se 
inicia la actividad jurisdiccional de los jueces de instancia. Este proceso puede tener otros niveles 
jerárquicos en cuanto a la jurisdicción a los cuales se puede acceder mediante los recursos. Un 
recurso siempre estará dentro de un proceso, sin embargo una acción solo inicia un nuevo 
proceso.(p.34) 
 
PAZMIÑO (2013) señala que  el artículo 62 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales señala 
que la AEP no constituye una cuarta instancia judicial ordinaria y añade que la Corte constitucional 
jamás ha sentenciado de manera definitiva decisiones judiciales provenientes de la justicia: 
 
(...)el artículo 62 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 
(LOGJCC), que no es una instancia adicional, todo lo contrario, se limita a verificar la 
vulneración de derechos constitucionales o debido proceso, pero jamás ha sentenciado de manera 
definitiva cuando se trata de decisiones judiciales provenientes de la justicia ordinaria.(p.31) 
 
En palabras de PAZMIÑO (2013) “ decir que el amparo contra sentencias judiciales significa la 
instauración de una instancia adicional, es intentar que la AEP opere como un recurso, debido a que, la 
institución es llamada recurso en los artículos 94 y 437 de la Constitución y artículo 62, numeral 8 de 
la LOGJCC”.(p.34) 
 
A criterio de PAZMIÑO (2013) no constituye la AEP una nueva instancia procesal, sino que,  es 
obligación de los funcionarios judiciales de la justicia ordinaria ajustar sus dictámenes y sentencias al 
mandato constitucional, lo que no representa ninguna novedad en el sistema jurídico nacional: 
 
No es la creación de una nueva instancia procesal, pues el control de la constitucionalidad de las 
sentencias se dará por excepción, toda vez que siempre los jueces deben ajustar sus dictámenes y 
sentencias a la Constitución, conforme ha sido práctica de larga data, lo que está recogido en la 
Ley Orgánica de la Función Judicial.(p.28) 
 
No es pues una novedad así aconteció con los recursos existentes en la legislación nacional donde 
algunos de ellos retrotraían el proceso a un estado de cosas diferente así  PAZMIÑO (2013) cita el 
caso del recurso de nulidad y el de apelación: 
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El recurso de apelación o el de casación tienen la particularidad de que el juez que lo resuelve 
dicta nueva sentencia, el recurso de nulidad devuelve al juez que conocía la causa para que 
continúe sustanciando el proceso desde el momento en que se produjo la nulidad. En uno y otro 
caso el efecto es sobre el proceso original.(p.35) 
 
Ha decir de PAZMIÑO (2013) “en forma general, la sentencia de la acción extraordinaria de 
protección puede” poseer las características siguientes en torno a la cosa juzgada por lo cual no 
representa riesgo alguno para la seguridad jurídica (p.33): 
 Dejar sin efecto la sentencia impugnada, aceptando total o parcialmente la demanda. 
 
 Disponer que se retrotraiga el proceso a un momento procesal donde se produjo la vulneración 
de derechos reclamados. 
 
 Disponer que el juez a quo, diferente al que emitió la decisión judicial objeto de la acción, 
proceda a dictar una nueva con respecto a los derechos constitucionales y debido proceso. 
 
Ajustando la precisión de los términos jurídico PAZMIÑO (2013) incluye que esto quiere decir que 
“tampoco puede ser confundido con un recurso y menos aún puede entrar a un proceso de valoración 
probatoria cuando la decisión objeto de la AEP  provenga de la justicia ordinaria”.(p.31) 
 
Esta consideración es tomada en cuenta también por MELO (2013) quizá en la esfera de “los jueces de 
casación” que “solo podían valorar la contravención a la ley, indebida aplicación, errónea 
interpretación de la misma para la valoración de la prueba, más no para valorar la prueba en sí”.(p.49) 
 
Ante esta situación, y en palabras de  PAZMIÑO (2013)  reconoce que la acción solo se limita a 
retrotraer el proceso hacia el punto en el que los intervinientes en el juicio violaron la norma 
constitucional o alteraron su contenido justo ; para que resarzan desde dónde se alteró el proceso: 
 
El papel de la Corte Constitucional se concentra entonces, en la comprobación de vulneraciones a 
derechos constitucionales o debido proceso en decisiones judiciales firmes, definitivas o 
ejecutoriadas. En el caso de detectar una vulneración debe declararla junto con la identificación 
clara del momento procesal en la que surgió. Luego de ello la Corte devolverá el expediente al 
juzgado, Corte o Tribunal de origen con la finalidad de que en respeto a la tutela judicial 




La tergiversación para LÓPEZ, Freire  (2011), es cuando  la ineficacia institucional y grave  atentado 
a la convergencia y seguridad jurídica consisten en errores de forma presentes en la constitución y que 
confunden el verdadero sentido de la ley como ajustes terminológicos y contradicciones todo el tiempo: 
 
Errores de forma tan básicos como confundir el termino  providencias judiciales en lugar de 
providencias jurisdiccionales que de ser tomados al pie de la letra explica el autor tornan 
improcedentes acciones jurisdiccionales:  El número 6 del artículo 42 incurre en otra 
inconstitucionalidad, que quizás dimana del manejo deficiente de los conceptos. Expresa que no 
procede la acción de protección “Cuando se trate de providencias judiciales”, cuando 
posiblemente quiso decir “Cuando se trate de providencias jurisdiccionales…el artículo 94 de la 
Constitución la acción extraordinaria de protección procede en contra de las sentencias, autos 
definitivos y resoluciones con fuerza de sentencia, lo cual corrobora el artículo 437, acción que 
debe presentarse en el término máximo de 20 días contados “desde la notificación de la decisión 
judicial(…)Como ya se ha dicho, la mera determinación de un término para formular la acción es 
inconstitucional, ya que la naturaleza de este concepto es incompatible con la Constitución…la 
LOGJ no responde suficientemente a las siguientes preguntas: ¿Sentencias, autos definitivos y 
resoluciones emitidos por quién o quiénes? ¿Quiénes en el Ecuador ejercen jurisdicción?(pp.218-
221) 
 
La injerencia de la justicia constitucional en la justicia ordinaria produce una incongruente reparación 
integral, a veces se torna inoportuna por lo cual obstaculiza la justicia ordinaria al no identificar el 
derecho violado desconociendo la tutela judicial efectiva y a su vez el debido proceso. 
 
La cosa juzgada dice LÓPEZ (2012) citando a José Antonio Rivera dice: “la autoridad de la cosa 
juzgada es, pues, calidad, atributo propio del fallo que emana de un órgano jurisdiccional cuando ha 
adquirido carácter definitivo. Es inimpugnable, en cuanto la ley impide todo ataque ulterior tendiente a 
obtener la revisión de la misma materia”.(p.90) 
 
Para MONTENEGRO (2013) afirma que la AEP  puede llevar a una cuarta instancia que en lugar de 
celeridad retardaría los procesos, la Función Judicial pierde su independencia (equilibrio de poderes) 
afectando el principio de cosa juzgada: 
 
(…)un error crear en un país con demasiados problemas de celeridad en los juicios, una acción 
que puede conllevar a una instancia adicional; además, se ha expresado que la Función Judicial 
pierde su independencia, pues un órgano distinto está facultado a revisar las sentencias que se 
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emitan, provocando incluso un descalabro del principio de la cosa juzgada(…)considerar esta 
garantía jurisdiccional como una acción, tampoco es del todo sano, puesto que la Constitución 
vigente no señala en qué tiempo ésta prescribe…[existiendo la complicación de]... demostrar la 
configuración de la violación del derecho al debido proceso u otros derechos establecidos en la 
Constitución como bien podría ser el derecho a la seguridad jurídica o a la tutela judicial efectiva 
en la sentencia recurrida.(pp.48:50) 
 
La intromisión de la AEP en medio de una conflictividad jurisdiccional recalca MONTENEGRO 
(2013) no solo afectaría la cosa juzgada como tal sino también sentencias o autos definitivos y 
resoluciones con fuerza de sentencia en acciones de condena, declarativa, constitutiva, ejecutiva o 
precautoria con tendencial al prevaricato: 
 
(…)opera contra sentencias o autos definitivos, a lo cual se le debe sumar lo contemplado en el artículo 
437 de la Constitución vigente, esto es, resoluciones con fuerza de sentencia(...) ya sea que se trate de 
una acción de condena, declarativa, constitutiva, ejecutiva o precautoria, se puede plantear esta 
garantía jurisdiccional(...)lo que puede generar prevaricato(...)se está abusando de la acción 
extraordinaria de protección, pues no siempre concurren los elementos indispensables para su 
presentación, no siempre existen los argumentos necesarios para justificar su relevancia y 
trascendencia(p.59) 
 
La tergiversación en palabras de LÓPEZ (2012) señala “la AEP constituye  una garantía autónoma que 
no desconoce instituciones jurídicas  procesales como la cosa juzgada, sino que las  dota de un sello de 
certeza , que asegure la vigencia de los derechos y una interpretación  uniforme del texto 
constitucional”.(p.4) 
 
La desnaturalización constituye también un serio problema de seguridad jurídica vinculado a la AEP, 
ssí  LÓPEZ (2012) en palabras DERMIZAKY(2004)
29
 manifiesta que la institución de cosa juzgada 
mientras no sea legitimada constitucionalmente guarda una existencia formal : 
 
(...)el sentido la cosa juzgada ordinaria es siempre formal cuando en el proceso se han vulnerado 
esos derechos, porque es revisable mediante acción de amparo, que culmina con una sentencia del 
                                                 
29  Obj;Cit: DERMIZAKY, Pablo, “Justicia Constitucional y Cosa Juzgada” en Anuario de Derecho Constitucional 
Latinoamericano 2004, Montevideo, Konrad-Adenauer-Stiftung, 
10ma ed., 2004. 
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Tribunal Constitucional que adquiere categoría de cosa juzgada material, porque es 
definitiva .(p.83) 
 
Insiste LÓPEZ (2012) citando a RIVERA (2005)
30
 “que la cosa juzgada no debe ser entendida como un 
dogma absoluto sino precisamente como lo que es, un instrumento procesal cuya finalidad es otorgar 
un sello de firmeza y certidumbre a un determinado fallo judicial.(p.81) 
 
Para LÓPEZ (2012) esto incluye un cambio de significados hasta de grado  etimológico de la 
institución ya que  “los vocablos cosa juzgada provienen del latín “res iudicata, que significa, lo que ha 
sido juzgado o resuelto”.(p.81) 
 
En este sentido la jurisdicción constitucional ha decir de HUALPA (2011) no puede ser reconocida 
como otra instancia independiente, sino integrada a la jurisdicción ordinaria pero de forma flexible 
compitiéndole a esta los derechos constitucionales y a la ordinaria  los problemas litigiosos entre 
particulares: 
 
(…)no pueden ser confundidos ni catalogados como otra instancia jurisdiccional, ya que la labor 
que desempeña este órgano de control está dirigida a tutelar los derechos constitucionales; 
mientras que la administración de justicia ordinaria es la que se encarga de la tramitación de los 
procesos en que se ven comprometidos los intereses de las partes, debiendo pronunciarse en base a 
las constancias procesales que aporten los intervinientes en la litis; de esta forma se establece el 
derecho a la seguridad jurídica y la independencia de la Función Judicial.(p.81) 
 
GRIJALVA (2012) sostiene que en la práctica los resultados de la AEP han sido “contradictorios, en 
algunos casos esta acción ha demostrado poner un alto a decisiones judiciales arbitrarias, y en otras el 
derecho constitucional violado no ha sido identificado con certeza lo que ha provocado injerencia 
indebida en la justicia ordinaria”. (p. 260) 
 
MELO (2013) concluye que la prueba constituye la única manera de perfilar la existencia de la 
vulneración y por ende la supletoriedad de un régimen jurisdiccional a otro, pero que jamás la AEP 
revisa la prueba solo el trascurso en que las violaciones a derechos constitucionales se dieron durante el 
proceso: 
 
                                                 
30 Obj;Cit: RIVERA, José Antonio “El Amparo Constitucional contra Sentencias” en Anuario de derecho Constitucional 
Latinoamericano, 2003, p. 215. 
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Así, el debido proceso es el límite de la arbitrariedad, y para efectos de la acción extraordinaria de 
protección es el medidor que evidencia si el actuar jurisdiccional fue arbitrario o no, para luego 
determinar la vulneración o no de un derecho constitucional(...)Con este sistema dirigido a 
observar la actividad jurisdiccional —siempre y cuando vulnere derechos constitucionales— es 
inevitable deslindar la AEP  del debido proceso, dela doctrina procesal .(p.45) 
 
La AEP no interviene en la justicia ordinaria señala  LÓPEZ (2012)  insiste al afirmar que no se 
menciona de la calidad supletoria de la AEP y que mas bien es beneficiosa para el país ya que impide 
posteriores juicios internacionales al Estado ecuatoriano: 
 
Lo que no se ha dicho sin embargo, es que esta acción es subsidiaria y extraordinaria, debiendo en 
consecuencia operar ciertos requisitos o condiciones de procedibilidad necesarios para su vigencia, 
como por ejemplo, que se trate de sentencias y autos ejecutoriados pero no ejecutados (es decir 
antes de que se ejecute la sentencia misma); que se hayan agotado todos los recursos ordinarios y 
extraordinarios previstos en el orden jurídico interno; un tiempo de caducidad para la 
interposición de la garantía; que se refiera exclusivamente a la violación de derechos 
fundamentales y que puedan afectar(...)proceso, una fórmula de cierre dentro del ordenamiento 
jurídico que evite responsabilidades internacionales posteriores al Estado trasgresor de los 
derechos fundamentales y unifique la interpretación sobre el alcance y contenido de los derechos 
fundamentales.. (pp.87-90) 
 
La evasión de responsabilidades que a su vez vinculado con el concepto de la eficacia desmiente toda 
posibilidad de hacer efectivas garantías jurisdiccionales y desvincula los fines del garantismo 
equiparándola con prácticas formalistas y propias de la justicia ordinaria. 
 
La argumentación jurídica es otro de los mecanismos que se presta para la evasión de las garantías 
jurisdiccionales, es deficiente e inefectiva, lo cual es plenamente aplicable a la acción extraordinaria de 
protección sobre lo cual  STORINI Y NAVAS (2013)   concretan que : 
 
Una fuerte tendencia a la invocación de normas sin desarrollar mayormente razonamientos que 
demuestren que son aplicables al caso(…)los jueces se limitan a una mera mención o invocación de 
la norma, seguida de una conclusión que no tiene necesariamente relación lógica con tal 
invocación. La mayoría de fallos demuestra un grado de aplicación deficiente de los razonamientos 
y bases normativas (…)los jueces no desarrollan mejores razonamientos dejando de incurrir en la 
mera descripción del recorrido lógico que lleva a la decisión mediante una argumentación lineal, 




Otro de los problemas presente en ambas justicias es la evasión de la responsabilidades ante la AEP 
presente en ambas justicias violentando el artículo 41 numeral 1 de la Carta Constitucional del Ecuador 
cuando dice en palabras de STORINI Y NAVAS (2013): 
 
Esto conduce a una interpretación limitada del artículo 41, numeral 1, por ejemplo, que determina 
la procedencia de la acción ante „todo acto u omisión de una autoridad pública no judicial que 
viole o haya violado los derechos, que menoscabe, disminuya o anule su goce o ejercicio‟ Muchos 
jueces usan esta norma para negar la acción de protección cuando consideran que no se trata de 
actuaciones u omisiones violatorias de derechos constitucionales, usando para ello razonamientos 
reducidos y simples. Igual sucede con el artículo 42, especialmente el numeral 4, que dispone negar 
la acción de protección “cuando el acto administrativo pueda ser impugnado en la vía judicial, 
salvo que se demuestre que la vía no fuere adecuada ni eficaz”. Esta norma es la favorita para 
desarrollar una suerte de actividad evasiva de los jueces hacia el asunto principal que es la 
violación.(p.179) 
 
Pero la falta de convergencia en palabras de  GALVÈZ (2013) es una seria afección a la seguridad 
jurídica ya que la convergencia resulta imposible y la eficacia institucional de la AEP no es clarificada 
del todo en especial en el tema de la contraposición con las medidas cautelares, produciendo 
arbitrariedad e indefensión  : 
 
El artículo 82 constitucional determina que „El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en 
el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídica previas,claras, públicas y 
aplicadas por las autoridades competentes‟ similares soluciones en similares circunstancias 
coadyuvan a integrar normas procesos y actuaciones(…)La coherencia entre la Constitución, 
norma de mayor jerarquía y la ley orgánica de garantías jurisdiccionales y Control 
Constitucional , está restringida  que en el artículo 27 de la LOGJCC,  en el contexto de las 
restricciones a las medidas cautelares en la AEP representa un debilitamiento de la seguridad 
jurídica y el sistema de protección de derechos con espacios para la indefensión(…)Solo cuando 
aplicamos los principios en su forma integral, recabando todos los mecanismos que la ley señala 
hábiles para producir los efectos deseados, se cierra el círculo y se brinda una verdadera 
protección a los derechos (pp.109:111:113) 
 
Otra de las razones asegura PAZMIÑO (2013) para que la Corte Constitucional no interfiera “con la 
justicia ordinaria es la  rigurosidad y  excepcionalidad de esta garantía jurisdiccional” pues “no 
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involucra un análisis de fondo, razón por la cual la garantía puede ser aún desechada por el Pleno de la 
Corte Constitucional a través de sentencia”.(p.37) 
 
La eficacia queda desechada sin mas no solo para la AEP sino también para su par en una instancia 
inferior la acción de protección al demandar en la LOGJ en el artículo 42 numeral 4 una vía eficaz para 
la procedencia de la acción de protección así LÓPEZ, Freire  (2011) señala que, esto con respecto a los 
actos administrativos: 
 
De todas las normas de la LOGJ y de todas las inconstitucionalidades que se pueden hallar en ella, 
ninguna, más grave que la del número 4 del artículo 42, que dice: “Cuando el acto administrativo 
pueda ser impugnado en la vía judicial, salvo que demuestre que la vía no fuere adecuada ni 
eficaz.”…[y agrega]… Este condicionamiento que exige agotar la vía jurisdiccional ordinaria 
dentro de la Función Judicial para poder demandar protección, no está previsto en el artículo 88 
de la Constitución, y, por lo tanto, la norma legal es inconstitucional.(pp.216-217) 
 
Además el citado autor mociona  que el acto de pronunciarse sobre actos administrativos representa en 
la instancia de la acción de protección un 91% por ciento de las causas desechadas lo que implica una 
castración a la AEP en sentido indirecto. LÓPEZ, Freire  (2011),  lo cual constituye evasión de 
responsabilidades para las dos justicias: 
 
Los jueces de primera y segunda instancias, desde la expedición de la nueva Constitución, han 
venido constantemente desechando las acciones de protección en un alto porcentaje, que, sin duda 




Para MONTENEGRO (2013)  otra de los problemas presentes en la AEP lo constituye la dilación 
procesal o técnica dilatoria como parte de este desconocimiento de la seguridad jurídica en la 
institución de la  cosa juzgada : 
 
(…) un punto controvertido en el ámbito judicial como el universitario(...)es un mecanismo e 
dilación procesal preocupante congestión de expedientes en la Corte Constitucional, esto se 
verifica con el tiempo de espera de los juicios en la sala de admisión del Órgano referido, donde 




Para  PAZMIÑO (2013) el profesional que no identifique estos lìmites incurre en  el artículo 6  de la  
ley  que sanciona “la acción de AEP sin fundamento alguno31 “ y con la mala fé “de dilatar aún más los 
procesos judiciales que  ataca incluso la cosa juzgada en sentencia y, por tanto, afectando gravemente 
la seguridad jurídica.(p.37) 
 
Para esta serie de problemas se han pretendido diversas estrategias STORINI Y NAVAS (2013) 
señalan que estos problemáticos planteamientos del derecho reconocido por algunos como problemas 
jurisdiccionales entre la justicia ordinaria y constitucional requieren reformas legales: 
 
Reformas legales que apunten hacia una recuperación de la eficacia y efectividad de la jurisdicción 
ordinaria, así como una mayor coordinación entre los órganos del sistema de justicia ordinaria y 
de la justicia constitucional, sobre todo con el fin de evitar reforzar una suerte de subsidiariedad 
de hecho hacia los procedimientos constitucionales.(p.181) 
 
Citando a GRIJALBA (2012) “es necesario adoptar las correcciones adecuadas para que la AEP 
contribuya a adoptar una constitucionalizarían de la justicia ordinaria -con los peros que este tipo de 
planteamientos tiene- evitando que sea tergiversada ya sea para manipular o retardar los procesos 
judiciales”. (p.261). 
 
PAZMIÑO (2013) señala que “las sentencias judiciales en firme sean objeto de control mediante una 
operatividad práctica para que esas esas malformaciones sean superadas a partir de una coordenada y 
correcta formulación de política pública de justicia que preserve el Estado constitucional de 
derechos”.(p.17) 
 
STORINI Y NAVAS (2013) señalan que pocas veces se presenta un verdadero análisis en sentencia 
con lo último en métodos de argumentación para solventar las sentencias de las garantías 
jurisdiccionales de manera efectiva: 
 
En pocos casos se presenta un verdadero análisis donde cada precepto (los contenidos del derecho 
en particular) es, por así decirlo „desmenuzado‟ y correctamente relacionado con los presupuestos 
                                                 
31 Obj;Cit: Grijalva, Agustín. “Acción extraordinaria de protección”. Teoría y práctica de la justicia 
constitucional. Quito, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 2010, p. 667. 
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del caso, con rasgos de métodos propios del derecho constitucional como la ponderación o su 
combinación con el „test‟ de proporcionalidad.(p.182) 
 
Otro de los aspectos que ayudarían en gran medida a mejorar los niveles de eficacia en el cumplimiento 
efectivo de las garantías jurisdiccionales en sentencia es el mayor y mejor conocimiento de los métodos 
de interpretación constitucional y doctrinarios así  STORINI Y NAVAS (2013) señalan que: 
 
Resulta urgente mejorar el conocimiento de los métodos de interpretación de la Constitución y de 
la doctrina constitucional por parte de los operadores de justicia, ya sean jueces o patrocinadores 
y de la ciudadanía en general.(p.182) 
 
Empero URIBE (2012) manifiesta que en el caso dela eficacia “ no siempre es necesaria la reforma 
constitucional para garantizar la eficacia y eficiencia del ordenamiento jurídico nacional, el ejemplo 
estadounidense nos lo ha demostrado” (p.257) 
 
Las reformas legales como solución convergente demandan comunicación entre justicias  ordinaria y 
constitucional, un asunto también estudiado en la perspectiva de la „democracia deliberativa‟. 
 
La simultaneidad para   PAZMIÑO (2013) resulta ser la salía al problema y manifiesta  “toda vez que 
la acción extraordinaria no detiene el proceso o causa. ¿Cabe plantearse el interrogante sobre la 
obligación, o acaso la posibilidad de que se dejen copias certificadas para que continúe el proceso de 
ejecución?” signando la convergencia (p.38) 
 
Ya que sostiene PAZMIÑO (2013) esto causa un vacío legal que obstaculiza el régimen constitucional 
de justicia y el reconocimiento garantista y oportuno de los derechos constitucionales: 
 
Esto está ocasionando problemas en la práctica pues los jueces no han comprendido que su 
competencia no está suspendida, aunque está en el ambiente y en la mente del juez la pregunta. 
¿Qué pasa si la Corte le concede la acción extraordinaria? Pues esa es una interrogante que 
oportunamente la Corte deberá resolver por medio de su jurisprudencia, mas no configura un 




El juez ejecutor a decir de PAZMIÑO (2013) debe (aludiendo al art. 8 de la ley de pautas para remitir 
inmediatamente el proceso a la Corte Constitucional) permitir que se produzca simultáneamente la resolución de 
ambos procesos el uno de la justicia constitucional y el otro de la ordinaria: 
 
La admisión de la acción no suspende los efectos del auto o sentencia objeto de la acción (...) sino 
que  el juez ejecutor del auto o sentencia materia siga sustanciando con copias certificadas del 
proceso o en su defecto remitir las copias certificadas a la Corte Constitucional.(p.41) 
 
Y  ha decir de MELO (2013) no se cumple la disposición legal siendo que la acción debe ser conocida 
por la Corte Constitucional y lastimosamente no ocurre así en la realidad: 
 
La acción extraordinaria de protección es conocida y resuelta por la Corte Constitucional, sin 
embargo, la demanda es presentada en el órgano jurisdiccional que dictó el acto procesal, materia 
de la acción extraordinaria de protección a ser atendida por la Corte.(p.44) 
 
Otra de las recomendaciones para agilitar la justicia entorno a las dos jurisdicciones  es  sostiene 
PAZMIÑO (2013) la creación de jueces especializados en materia constitucional: 
 
(...) hemos venido sosteniendo desde hace años es la necesidad de crear jueces y tribunales 
especializados en materia constitucional que complementen y ayuden a los jueces ordinarios en la 
administración de las garantías jurisdiccionales. que todos los jueces ordinarios son jueces 
constitucionales, pero no dice que esté prohibida la existencia de jueces especializados en materia 
constitucional(...)mayor especialización (p.41) 
 
El propio  Ramiro Ávila Santamaría  desmintió tal posibilidad ya que el constituyente optó por la 
ordinarización de la justicia   como un mecanismo inferior en su proyección a largo plazo pero superior 




La solución que   LÓPEZ (2012)   plantea para los problemas de convergencia es enfocarla en el  
contexto cultural pues citando AVILA (2008) 
32manifiesta “a mayor respeto de las garantías  menor 
uso y menos necesidad de las garantías ”.(p.91) 
 
La característica residual propia de la AEP señala es una solución a la falta de convergencia entre 
justicias PAZMIÑO (2013) “la demostración de haber agotado los recursos ordinarios y 
extraordinarios, anotándose en la LOGJCC” pero que adicionen el requisito de “ineficaces o 
inadecuados”.(p.36) 
 
Ha decir de MELO (2013) , la acción ha de ser contemplada como especialísima y señala que  “no 
todos los actos procesales son objeto de una acción extraordinaria de protección. La estructura 
constitucional del Ecuador establece condiciones que determinan las circunstancias para que la revisión 
de actuaciones jurisdiccionales sea viable, mediante esta acción”.(p.44) 
 
PAZMIÑO (2013) señala que de las soluciones para la convergencia  se sostienen en  el 
esclarecimiento de los términos eficaz y adecuado en la AEP  que en su definición clásica “eficaz es 
obrar en torno a algo; mientras que inadecuado significa que no es apropiado, de manera que la 
valoración resulta subjetiva y la ley no esclarece el alcance de lo que se entiende por ineficaz o 
inadecuado”.(pp.36-37) 
 
Para MELO 2013 la convergencia presenta márgenes jurisdiccionales de las dos justicias signados 
claramente en la ley por lo tanto no exigen de soluciones para los problemas de la convergencia: 
 
En virtud del artículo 436 de la Constitución de la República, en concordancia con el 
artículo 191 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 
(LOGJCC), que delimitan las competencias de la Corte Constitucional y el Pleno del 
organismo. Estas competencias se ejercen en el ámbito procesal previsto para la acción 
extraordinaria de protección que se encuentra en detalle, consagrado en los artículos 58 
al 64 de dicha ley(...)la Corte Constitucional introduce su análisis constitucional con el 
debido proceso, derecho que se ampara en el artículo 76 de la Constitución, que se utiliza 
                                                 
32 Obj;Cit: ÁVILA,  Santamaría“Las garantías: Herramientas imprescindibles para el cumplimiento de los derechos” en 
Desafíos Constitucionales. La Constitución ecuatoriana del 2008 en perspectiva, Serie Justicia y Derechos Humanos, 
Neoconstitucionalismo y Sociedad, 1era edición, Quito-Ecuador, 2008, p. 108. 
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en el caso concreto como la garantía del cumplimiento y respeto del ordenamiento 
jurídico. (p.44) y (p.48) 
 
La eficacia en el modelo constitucional garantista del país toma en cuenta las figuras de tutela judicial 
efectiva y debido proceso con la finalidad de verificar si los derechos resguardan o no una existencia 
real pero también para asegurar la reparación integral. 
 
Sostiene PAZMIÑO (2013) que la AEP se aplica “una vez cumplidos los requisitos que consten en la 
respectiva Ley Orgánica, se podrá pedir la revisión de sentencias cuando estas resoluciones violen el 
debido proceso u otros derechos fundamentales”.(p.28) 
 
Así para ESTRRELLA (2010) la presencia de la tutela judicial efectiva en la reparación integral es 
signada en la constitución, aunque no siempre es función de la AEP  salvaguardar la reparación integral 
 
La previsión de reparación integral del derecho vulnerado que contiene el artículo 63 de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales, tiene como fundamento la necesidad de que un Estado 
constitucional garantista cuente con mecanismos que prevengan, protejan y reparen a los 
afectados por las violaciones a sus derechos así como por consecuencia de la deficiente prestación 
de servicios públicos.(…) puede ocurrir que la violación de derechos se haya reparado por tanto 
no exista materia sobre la cual pronunciarse, casos en los cuales, si el accionante desiste de la 
acción, la Corte podría, mediante auto definitivo, disponer el archivo de la causa, una vez que el 
demandante presente las justificaciones respectivas.(pp.114:118:214) 
 
En el caso del Ecuador citando a STORINI Y NAVAS (2013)  al debido proceso lo encontramos en  la 
figura de la reparación integral  signando el  artículo 11, numeral 9, inciso tercero al mencionar: 
 
„El Estado ejercerá de forma inmediata el derecho de repetición en contra de las personas 
responsables del daño producido, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales y 
administrativas‟… „la violación del derecho a la tutela judicial efectiva por las violaciones de los 




Otra de las referencias de esta efectividad formal citando a STORINI Y NAVAS (2013)  la 
encontramos en el Código Orgánico de la Función Judicial (COFJ) en el artículo 23 al invocar “la 
tutela judicial efectiva en cualquiera sea la materia, el derecho o la garantía exigido ”(p.53) 
 
Para PAZMIÑO (2013) nada más claro la institución de la AEP lo que busca es resarcir el daño 
provocado y en el transcurso salvaguardar derechos constitucionales en torno a la tutela judicial 
efectiva y el debido proceso : 
 
En contraste, siendo la institución una acción, el objeto de la causa es determinar si existió una 
violación a los derechos humanos que haya 
sido provocada en el proceso o que aquella no pudo ser tutelada mediante el mismo, de manera 
que debe repararse el daño ocasionado.(p.35) 
 
Además dichos autores  STORINI Y NAVAS (2013) sostienen que  ” la protección de los derechos 
fundamentales que debe garantizar el Estado, según estas normas, no es cualquier protección. Se trata 
de una tutela efectiva”. (p.253) 
 
Citando a STORINI Y NAVAS (2013) “en la Constitución se consideran los posibles riesgos de 
inefectividad de la tutela y se procura eliminarlos en la medida de lo posible, considerándose contraria 
a la constitución una regulación que se despreocupe de la efectividad de la tutela” 33. (p.54). 
 
STORINI Y NAVAS (2013) señalan que los fundamentos formales de la efectividad lo constituyen 
“velar por la efectividad de la tutela judicial, en el caso de los jueces,  implica el respeto de las 
garantías procesales así como el elemento material de obediencia de los jueces a los parámetros de una 
interpretación razonable del ordenamiento jurídico” 34. (p.54) 
 
Para STORINI Y NAVAS (2013) “principio de protección efectiva de los derechos fundamentales, 
garantías y recursos se encuentra  presente en la convención Americana de Derechos Humanos, 
debiendo estos  ser desarrollados de la manera más efectiva y adecuada posible”. (p.54) 
 
                                                 
33 Op.Cit: Chamorro Bernal, Francisco. La tutela judicial efectiva Barcelona . J.M. Bosch, 1994, p.280. 
34 Op.Cit: Darce Guimaráes, Ribeiro. La pretensión procesal y tutela judicial efectiva: hacia una teoría procesal del derecho. 
Barcelona. J.M. Bosch, 2004, p.223. 
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Así citando a STORINI Y NAVAS (2013)  “la Convención Americana sobre Derechos Humanos es el 
artículo 25 que se refiere a recursos sencillos, rápidos y efectivos, de los derechos fundamentales”:  
 
En el caso de la tutela judicial efectiva esta posee una existencia orgánica y otra subjetiva. La 
orgánica que es una connotación del poder judicial y la subjetiva se presenta como la eficacia en el 
ejercicio de la potestad jurisdiccional en el ejercicio de garantías procesales y que cuando son 
específicos del proceso penal se relacionan con el artículo 77 de la Constitución de la República. 
(pp. 54-55:60) 
 
La expresión „debido proceso‟ la encontramos en la expresión inglesa „due process of law‟ que se 
encuentra presente en la carta de „Juan sin tierra‟ ha decir de STORINI Y NAVAS (2013): 
 
la expresión due process of law de la Magna Charta libertatum concedida en 1215 por el Rey Juan 
I de Inglaterra más conocido como Juan sin Tierra…en lo posterior la expresión fue introducida 
en la quinta y decimocuarta enmienda de la Constitución de Estados Unidos en los años 1791 y 
1868 respectivamente.(p.56) 
 
Desde el punto de vista de la traducción jurídica STORINI Y NAVAS (2013)  en palabras de Carocca 
manifiestan que “due process of law se traduce al sistema romanística germánico como „debido proces
o‟ o „proceso con todas‟ las garantías”35. (p.57) 
 
STORINI Y NAVAS (2013)  señalan que en palabras de Carocca “el sentido incorrecto de traducir el t
érmino „procedimiento debido‟ o „justo procedimiento‟ que designan las formas a través de las cuales s
e tramita el proceso y que en el inglés son parte del termino procedure y no con el proceso” como se en
tendería en español. (p.57) 
 
Vigoti, otro autor, manifiestan STORINI Y NAVAS (2013)  defiende “que la traducción más adecuad
a es la de „juicio justo‟ y „juicio equitativo‟, considerando el término „due‟  en el que recae la fuerza de 
la expresión y que es muy del uso del Convenio Europea de los Derechos Humanos”36. (p.57) 
 
En  palabras de STORINI Y NAVAS (2013)  citando a Gonzáles Álvarez que se tratas de una serendip
ia, una coincidencia histórica de su surgimiento en los distintos sistemas legales que ha interactuado ha
                                                 
35 Op.Cip: Carocca Perez, Alex. Garantía constitucional de la defensa procesal. Barcelona. Bosch, 1998, pp.160-161 
36 Op.Cit.Vigoriti, Vicenzo. Garanzie constituzionali de. Proceso civile. Milan, Giuffre.1973.pp.64ss. 
60 
 
sta nuestros días: 
 
Se advierten serendepias en todos los ámbitos de la ciencia , descubrimientos muy  conocidos como 
la ley de la gravedad, el continente americano, la pila eléctrica, la aspirina, los rayos x y muchos 
otros dan cuenta de ello. El  derecho no escapa de esta circunstancia, el derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva es la casualidad de una auténtica serendipia procesal porque nació en el 
artículo 24.1 de la Constitución española de 1978 cuando queriéndose legislar el „derecho al acceso 
a los tribunales para la tutela‟ se terminó, por casualidad, regulando el «derecho a la tutela 
judicial» sobre el que el Tribunal Constitucional español fue „descubriendo‟ los derechos de acción 
y al debido proceso como su „novedoso‟ contenido, el primero surgido desde el mundo jurídico 
romano, casi con el derecho mismo y el segundo en el mundo del common law hace cientos de 
años…un accidente, un descuido,  una casualidad. Pero esto ¿qué consecuencias jurídicas puede 
generar? El desorden y deficiencia en la regulación normativa, doctrina y jurisprudencia sobre el 
tratamiento de los derechos, principios, fundamentos e institutos involucrados, que no son pocos ni 




Otro de los aspectos que se abordan sobre el debido proceso de una forma breve es su estudio en 
términos comparativos de la Constitución Española, La Convención Europea de Derechos Humanos. 
STORINI Y NAVAS (2013)  señalan en  su estudio comparativo entre la Constitución Española y la 
convención Europea de Derechos Humanos que (pp.58-59): 
 
 La Convención Europea de Derechos Humanos fija en su artículo 6 aquello que la Constitución 
Española establece en su artículo 24 entendiendo por la acepción traducida de „derecho a un 
proceso equitativo‟ 
 
 Se refieren al derecho de acceso a los tribunales o acceso a la justicia en todos los tribunales; 
 Y denotan las garantías básicas del proceso penal predeterminación del juez, presunción de 
inocencia, etc 
 
A decir de STORIN Y NAVAS (2013) en cambio al momento de analizar las diferencias entre la 
constitución Española y la Convención Europea de Derechos Humanos se nota que (p.59) 
 
                                                 
37 Op.Cit: González Álvarez, Roberto. “El derecho a la tutela jurisdiccional efectiva: el mito de una serendipia 
procesal”. Revista Iberoamericana de Derecho Procesal Garantista. Lince, Egacal, Anuario 2008, 
p. 2. http://egacal.e-ducativa.com/upload/2008_GonzalezRoberto.pdf. 
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 En la Constitución Española no solo se resguarda el acceso a los tribunales sino asegurar el 
cumplimiento de derechos presentes en el comportamiento de dichos tribunales o tutela 
judicial efectiva en sentido estricto 
 
 La  Constitución Española resalta en base a iniciativas jurisprudenciales la práctica extendida 
de garantías básicas en todos los procesos sean estos civil, contencioso, administrativo, social, 
militar, sin limitarse al proceso penal. 
 
 Los tribunales españoles conciban dos grupos adicionales de derechos correlativos al debido 
proceso y a la tutela judicial efectiva como son  el derecho a un juez ordinario predeterminado 
por la ley y las garantías constitucionales genéricas de todo el proceso. 
 
Es sistema legal ecuatoriano es más parecido al español y a decir de STORINI Y NAVAS (2013)  el 
“debido proceso que se identifica con las actuaciones tanto estatales como particulares existe en los 
ámbitos legislativo, administrativo, procesal jurisdiccional, electoral y de actuaciones de los 
particulares, etc”.(p.59) 
 
STORINI Y NAVAS (2013)  señalan citando a BERNAL (2005) que en la doctrina el debido proceso 
se puede expresar como autónomo o como garantía o derecho indirecto (p.59) 
 
La existencia autónoma del debido proceso se refieren al ejercicio subjetivo y de activismo 
democrático para con el actor entorno a afirmar, aportar pruebas, rebatir argumentos. En cambio 
que como garantía o derecho indirecto propicia el respeto a todos los derechos garantizados en la 
constitución
38…El ejercicio orgánico  de la tutela judicial efectiva no da lugar a indefensión 




STORINI Y NAVAS (2013)  señalan que la eficacia quedará expuesta desde el  punto de vista de la 
tutela judicial efectiva y desde la perspectiva del debido proceso con las consideraciones expuestas en 
el cumplimiento de los siguientes derechos (pp.62-63): 
 
 El acceso a la justicia 
 
                                                 
38 Op.Cit: Bernal Pulido, Carlos, El derecho de los derechos. Bogotá, Universidad Externado de Colombia 2005, p.337  
39 Op.Cit:Pérez Royo Javier . Curso de derecho constitucional .Madrid. Marcial Pons , 7ma ed, 2000, p.486-487 
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 El derecho a no sufrir indefensión 
 
 El derecho a la motivación o  a la razonabilidad del proceso 
 
 El derecho a recurrir 
 
 El derecho a la ejecución de la sentencia 
 
 El derecho a un proceso rápido y expedito 
 
STORINI Y NAVAS (2013)  mencionan que, en el caso de la Constitución de la República artículos 
75 Y 76  en lo relacionado con la acción extraordinaria de protección y la Convención Americana de 
Derechos Humanos artículos 8 y 29 literal c (pp.62-63) 
 
 Acudir a los tribunales para tener una sentencia útil 
 
 Acceder a un control judicial suficiente sobre lo actuado en la justicia ordinaria 
 
 A una decisión fundada que haga mérito de las principales cuestiones planteadas 
 
 A impugnar la sentencia definitiva 
 
 Acceso al juez natural e imparcial 
 
 Al cumplimiento de todas las etapas del procedimiento legalmente previsto 
 
 A la eliminación de trabas que impidan u obstaculicen el acceso a la jurisdicción 
 
 Al debido proceso que es aquel proceso que cumple con todos los derechos y garantías básicas 
o la no exclusión de otros derechos o garantías inherentes al ser humano 
 
 La sustanciación de cualquier acusación sin importar que la materia que verse sea penal, 




 A tener la posibilidad de ejecutar en tiempo y forma la sentencia y a su cumplimiento por parte 
de la autoridad condenada 
 
 Al desarrollo del proceso en una dimensión temporalmente razonable 
 
 A que no se desestimen aquellas pretensiones que al padecer de defectos estos puedan ser 
subsanados 
 
GALVÈZ (2013) señala que la relación entre la tutela y el debido proceo se ejecutan en el 
reconocimiento de lo debido, una adecuada argumentación que haga efectivo el reconocimiento de los 
derechos sociales: 
 
La efectividad de la Tutela tiene que ver con la eficacia con la que el aparato jurisdiccional 
resuelve una pretensión, sobre todo, atendiendo al principio de estricta legalidad, con una debida 
fundamentación de la sentencia, sea esta favorable o no a las pretensiones deducidas. Esto refiere a 
la contemplación de “lo debido”, es decir, “la promesa que tiene el justiciable de recibir de la 
jurisdicción el tratamiento adecuado a sus reclamos sociales”, y lo adecuado está previamente 
establecido en un conjunto de preceptos denominado “debido proceso”, que es en sí mismo una 




Para MELO (2013) los jueces de la “Segunda Sala de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia 
desnaturalizan este recurso y afectan la independencia interna jurisdiccional prevista para la práctica de 
las pruebas en materia penal. Situación que deviene en la vulneración al debido proceso.” (p.49) 
 
Al no existir convergencia se distorsionan el efectivo desenvolvimiento de la acción extraordinaria de 
protección y se necesitaría de citando a  STORINI Y NAVAS (2013)    “reformas legales que apunten 
hacia una recuperación de la eficacia de la jurisdicción ordinaria”.(p.180) 
 
 
                                                 
40 Op:Cit: GOZAÍNI, Osvaldo. La justicio constitucional. Buenos Aires: Editorial Depalma. 1994. p. 189. 
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4.7. Jurisprudencia Constitucional Actualizada sobre AEP  
 
HUALPA (2011) citando  GRIJALVA (2009)
41
 señala que la experiencia jurisprudencial del 
país para con las garantías jurisdiccionales también nuevas como ala AEP  es  reciente pero muy 
fructífera:  
 
Las relaciones entre justicia ordinaria y corte constitucional han sido transformadas por la 
constitución de Montecristi. El cambio se origina en la nueva atribución de la Corte Constitucional 
para dictar jurisprudencia obligatoria sobre garantías jurisdiccionales, así como en la creación del 
amparo contra decisiones judiciales o recurso de protección. Ambas son instituciones 
relativamente nuevas en el Derecho ecuatoriano, y se hallan estrechamente vinculadas a las 
facultades interpretativas de la Corte Constitucional (pp.7:80-81) 
 
URIBE (2012) citando a Benjamín Cardozo en palabras de David Strauss concluye que:  
La razón final de la ley es el bienestar de la sociedad. La norma que pierde su objetivo 
permanentemente no puede justificar su existencia… [Pero] No quiero decir, por supuesto, que los 
jueces están facultados de prescindir de las normas existentes por placer o a favor de cualquier 
otro conjunto de normas que ellos establezcan como convenientes o adecuadas. Quiero decir que 
cuando ellos son llamados a decidir hasta qué punto una norma existente debe permanecer o ser 
restringida, ellos deben dejar que el bienestar de la sociedad fije el camino, la dirección y su 
distancia.(p.258) 
 
GALVÈZ (2013) señala que la “unificación jurisprudencial” está presenté en el texto constitucional y  
“estandariza procesos” para todos los poderes del Estado y se sirve de las garantías constitucionales  
como presupuesto de la eficacia de. los derechos para los particulares  (pp.108-109). 
 
Sin embargo, STORINI Y NAVAS (2013) señalan que aún en el plano del acceso  cuando se presenta 
bajo una interpretación formalista restrictiva que es ampliada desde los parámetros jurisprudenciales 
“los criterios de interpretación mejorarán la eficacia de estas normas”.(p.178) 
                                                 
41 Obj;Cit: GRIJALVA, Agustín, Dr.“La interpretación constitucional jurisdicción ordinaria y Corte Constitucional”, 




Para STORINI Y NAVAS (2013) esto es importantísimo pese a que el presente trabajo no trata el 
tema de la admisibilidad pero que permitiría fijar al menos parámetros claros de como conducir las 
sentencias a mejor y mayor termino en cuanto cantidad y calidad de las sentencia lo cual se ha 
denominado como  “el uso pertinente de la jurisprudencia ”(p.182) 
 
El método de interpretación reinante es la subsunción combinada con una interpretación literal de 
las normas. En ocasiones se ha advertido un uso ineficiente de doctrina y jurisprudencia, por 
tratarse de fuentes de contraste que hacen referencia a realidades distintas de tiempo o de lugar, 
como en los casos en los que se hace referencia al desaparecido antiguo recurso de amparo 
ecuatoriano, o a instituciones extranjeras como el amparo español o la tutela colombiana, sin 
precisar las diferencias de estas garantías con la acción de protección. Se requiere de una mayor 
preparación respecto de competencias de razonamiento y argumentación, labor que debe ser 
coordinada con las instancias de la justicia ordinaria, en el sentido de que los jueces que conocen la 
acción de protección tengan un soporte permanente de capacitación y actualización sobre 
temáticas constitucionales…El dato más preocupante es que en un número relevante de casos no 
se respeta la inversión de la carga de la prueba de parte de jueces y salas. Lo referido aquí plantea 
la necesidad también de capacitar a los jueces de jurisdicción constitucional y al personal de sus 
despachos que colabora en los procesos, en un uso más eficaz de los dispositivos procesales a su 
alcance para que puedan cumplir con su cometido de tutelar derechos… resulta urgente mejorar 
el conocimiento de los métodos de interpretación de la Constitución y de la doctrina constitucional 





URIBE (2012) señala que no se  puede compaginar los conceptos de jurisprudencia y eficacia en un 
estado con un sistema romanística germánico como el nuestro    empero  la eficacia resguarda  para el 
parlamentarismos eventualidades positivas  : 
 
El originalísimo basa en los sistemas parlamentarios la validez y la eficacia como los cimientos del 
origen democrático, lo que sin embargo encierra un esteticismo Que la eficacia institucional tenga 
un contexto teleológico no  desmiente que el como law  constituya una contraposición a esta teoría 
pues las reformas no deben producirse sino que deben ser reafirmadas por su grado de 
operatividad. (p.259)  
 
                                                 
42 Op:Cit: Strauss, David. The Living Constitution. Nueva York, Oxford University Press, 2010, p. 39. 
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Y entorno a la diferencia sistémica  MONTAÑA (2012f)  demanda en la introducción de su estudio la 
„de articulación entre los distintos sistemas de control y regulación social.‟ Y además señala que: 
 
(…)a la eficacia de la ley, la crisis del Estado social permite la inaplicación selectiva de la ley en 
casos concretos…han ocurrido importantes mutaciones que tienen que ver con el trámite 
parlamentario y la eficacia de la ley. En el primer sentido, porque en aquellos asuntos 
anteriormente considerados como de “interés general”, los acuerdos previos y los lobbys 
corporativos eliminan la discusión parlamentaria (…) a la eficacia de la ley, la crisis del Estado 
social permite la inaplicación selectiva de la ley en casos concretos.. la incapacidad del Estado a 
darle a los derechos sociales la cobertura institucional como derechos subjetivos directamente 
exigibles, tal cual lo hizo el primer Estado liberal con los derechos civiles y políticos… el 
desplazamiento definitivo de la política del ámbito parlamentario a las instancias judiciales, de tal 
suerte que los tribunales han adquirido un peso específico sin precedentes dentro de la estructura 
del Estado contemporáneo, al convertirse en sede privilegiada de resolución de los conflictos 
políticos… de la Constitución como instrumentos de decisión política, esto no es más que una 
redefinición del concepto de derecho, por ende de las fuentes de producción jurídica que en cada 
espacio se producen(…)pluralismo formal unitario cuando el derecho oficial se reserva la facultad 
de determinar unilateralmente la legitimidad y el ámbito de aplicación de los demás sistemas 
jurídicos reconocidos. Y normalmente se hace como consecuencia de una política de 
discriminación positiva a favor de comunidades culturales o étnicas marginadas.(pp.31:37) 
 
Citando a ROMERO(2012a)”las nuevas atribuciones y facultades asumidas por los órganos 
constitucionales han dado lugar citando a FERNANDEZ, Segado
43
 a la „obsolescencia de la clásica 
polaridad‟ o convergencia entre los sistemas del common law y el civil law dando lugar a un momento 
en que los sistemas dejan de ser puros”.(p.183)   
 
El precedente jurisprudencial no es nuevo en el país recordemos la anterior Corte Suprema de Justicia, 
además es beneficiosa así   LÓPEZ (2012) sostiene que el precedente jurisprudencial citando a 
                                                 
43 Op. Cit: SEGADO, Fernandez, Francisco.(2003).La justicia constitucional ante el siglo xxi. La conversiva convergencia de 






 “es un mecanismo sin el cual el texto de la Constitución difícilmente podría tener 
fuerza como norma jurídica”(p.93) 
 
Hay que  ligar la eficacia con la  práctica jurisprudencial lo cual constituye un capítulo a parte de la 
eficacia institucional legislativa  ( otros autores incluso niegan la existencia de jurisprudencia en el 
país). 
 
Para los que la distancia entre dos justicias parlamentarista y common law  debe ser acortada, es claro 
que la unificación jurisprudencial del país puede hacerse efectiva entorno a la eficacia jurisprudencial.  
 
(AGUIRRE, ÁVILA, Benavidez y  BAZANTE, 2013)  señalan que la adopción del régimen 
jurisprudencial constituye un elemento de apoyo a la naciente corte constitucional y sus mecanismos de 
protección de derechos:  
 
la adopción de una nueva concepción del Estado, tanto desde el ámbito dogmático, como 
estructural e institucional. La supremacía de la Constitución y de los derechos en ella consagrados, 
trajo aparejada la necesidad de contar con un organismo encargado de velar por el eficaz y 
efectivo cumplimiento de sus postulados, así como de interpretarlos de manera obligatoria. En el 
caso del Ecuador, esa tarea se ha confiado a la Corte Constitucional.(p.19) 
 
Aguirre  y otros (2013) afirma que “dotar de vinculatoriedad a las decisiones y sentencias emitidas 
por este órgano supremo de interpretación y concreción constitucional. En ese sentido, el artículo 436, 
numeral 1‟tendrá carácter vinculante‟ “es un paso importante .(p.19) 
 
Aguirre  y otros (2013) comenta algunos aspectos sobre el origen histórico de esta institución propia 
del sistema jurídico common law que genera derecho objetivo vinculante: 
                                                 
44 Obj;Cit: BERNAL , Pulido, Carlos , El derecho de los derechos. Escritos sobre la aplicación de los derechos 




…un mecanismo apto para el desarrollo jurisprudencial y doctrinal respecto al contenido y 
alcance de los derechos constitucionales. Esta institución, cuyo origen lo encontramos en el 
common law, resulta fundamental para el desarrollo de jurisprudencia vinculante por parte del 
máximo órgano de control e interpretación constitucional, dado que su fin último esgenerar 
derecho objetivo.(p.32) 
 
No obstante hay autores que se oponen a la jurisprudencia constitucional tal es el caso de LÓPEZ 
FREIRE (2011) pues a su criterio el common law es estático, y no debería aplicarse al menos en todas 
las áreas del sistema legal ecuatoriano   
 
Los artículos 95 y 96 son inconstitucionales, pues las sentencias que se expidan en el 
control abstracto de leyes y de los actos especificados en el artículo 75 de la LOGJ no 
puede gozar de efectos de cosa juzgada; esa limitación implica coartar la posibilidad de 
que las cortes constitucionales del futuro no puedan ejercer control constitucionales en 
ciertas áreas del ordenamiento jurídico ecuatoriano(...)El control constitucional abstracto 
vigila, como dice, el artículo 74, “la unidad y coherencia del ordenamiento 
jurídico(…)”(…) ¿Acaso los ecuatorianos de mañana deberán acatar por siempre y a 
rajatable aquello que dijeron los ecuatorianos muertos, por el simple hecho de que hubo 
una corte constitucional que dio un veredicto, se presume, inequívoco e inmortal?(...)sería 
obstar el mejoramiento de una sociedad mutante y atarla a un pasado sobrepasado, a un 
lastre mortal.Finalmente, las reformas constitucionales y legales se imponen desde una 
base social que las impulsa; igualmente las nuevas demandas de inconstitucionalidad. Por 
todo ello son inconstitucionales los artículos 95 y 96.(pp.222-225) 
 
Así como también LÓPEZ (2012) sostiene que la existencia de una jurisprudencia constitucional  
“corrige errores judiciales graves que violan derechos constitucionales, lo cual es uno de los 





Es innegable que el trabajo de la Corte Constitucional ampliar conceptualmente las nuevas figuras del 
derecho constitucional ecuatoriano entre ellas la AEP  PAZMIÑO (2013) consiste en señalar en el 
sentido que la jurisprudencia vinculante profundiza los vacíos legales de los jueces ordinarios sin 
vulnerar la seguridad jurídica : 
 
…los jueces… [refiriéndose a los jueces ordinarios]…no han comprendido que su competencia no 
está suspendida aunque está en el ambiente y en la mente del juez la pregunta. ¿Qué pasa si la 
Corte concede la acción extraordinaria?...[al referir la simultaneidad de sustanciar los procesos 
con copias certificadas y remitir las copias certificadas a la propia corte, como una cuestión a 
resolver mediante]…la jurisprudencia.(p.38) 
 
Al respecto HUALPA (2011) sostiene que otro de los factores por los cuales no existe mayor 
conflictividad entre ambas jurisdicciones en el país, consiste en la rigidez de los mecanismos de 
admisión, los métodos y técnicas de interpretación constitucional y la materia procesal constitucional 
con jurisprudencia vinculante :  
 
 
La sala ha emitido el auto de inadmisión, lo cual ha acontecido en la mayoría de los casos. Y un 
mecanismo regulatorio, para que la Corte Constitucional no se vea abrumada con Acciones 
Extraordinarias de Protección que frenarían el trabajo de la Corte Constitucional en las diversas 
competencias que le otorga el Art. 436 de la Constitución. resueltos, aplicando para ello los 
métodos y reglas de interpretación constitucional, así como los principios procesales, establecidos 
en los artículos 3 y 4 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. 
Con la experiencia, que han adquirido, en materia procesal constitucional, con el desarrollo de la 
jurisprudencia vinculante que ha emitido la Corte Constitucional me parece que su labor, tiende a 
un desarrollo positivo y a legitimar su actuación en la sociedad(…)y el objetivo fundamental es 
proteger los derechos fundamentales
45
 aplicando la normativa pertinente.(pp.35:80) 
 
En Sentencia vinculante caso INDULAC (2012) se encuentra  uno de los precedentes jurisprudenciales 
obligatorios de mayor importancia, para entender el campo de ejecución, de la AEP, relacionado a la 
seguridad jurídica y los principios  correlativos del presente trabajo,  
 
                                                 
45  Obj;Cit: FERRAJOLI, Luigi  “Sobre los Derechos Fundamentales” en Miguel Carbonell Edit., Teoría del 
Neoconstitucionalismo, Madrid, Trotta, 2007, Pág. 71 a 90. 
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(…)se declara vulnerada la seguridad jurídica, la tutela judicial efectiva y el debido porceso en la 
sustanciación de los casos, por la desnaturalización de la acción de protección y la privación de 
una garantía jurisdiccional, acción extraordinaria de protección, dejándose sin efecto ni validez 
jurídica el proceso N.º 368-2009 y N.º 022-2009. Quedando a salvo el accionar de otros mecanismos 
jurídicos ordinarios y administrativos. (p.5) 
 
La jurisprudencia constitucional, ha esclarecido muchos aspectos de la nueva figura garantista 
denominada acción extraordinaria de protección, referentes a su  aplicación así.  PAZMIÑO (2013) 
cita la sentencia  n.º 0048-08-EP  de la Corte Constitucional : 
 
No se debe confundir a la acción extraordinaria de protección como otra instancia judicial; de ahí 
que la primera variable de este sistema concreto está dado por la especialización del órgano para 
asuntos exclusivamente constitucionales, por lo que la Corte Constitucional no puede entrar a 
resolver cuestiones legales, sino debe direccionarse al análisis de la presunta violación de derechos 
constitucionales y normas del debido proceso; por lo que se debe realizar una diferenciación del 
papel asumido por la Corte Constitucional frente a la justicia ordinaria.(p.30) 
 
 
PAZMIÑO (2013)  al citar el juicio n.º 001-13-SEP-CC de la Corte Constitucional establece que lo 
único que se valora en la AEP , es la prueba en relación con la  contravención a la ley, indebida 
aplicación conforme el apego a las normas constitucionales y no la prueba en sí:  
 
(...)primera Corte Constitucional en la Sentencia n.º 001-13-SEP-CC, marcó el inicio de una línea 
jurisprudencial que reafirma el alcance del recurso de casación y su estrecho vínculo con la 
garantía del debido proceso, para terminar concluyendo luego de un análisis pormenorizado que 
los jueces de casación únicamente podían valorar la contravención a la ley, indebida aplicación o 
errónea interpretación de la misma para la valoración de la prueba, mas no valorar la prueba en 
sí. Como consecuencia de ello, la Corte Constitucional declaró la vulneración al debido proceso 
dentro de la resolución del recurso de casación. (p.31) 
 
La sentencia n.º 045-13-SEP-CC.referente a la Acción extraordinaria de protección en el fue resaltada en el 
informe  de gestión de la Corte Constitucional del Ecuador (2013)  TITULO II garantías jurisdiccionales y 
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derechos constitucionales Capítulo I  Normas comunes manifiesta que por dar ampliación a la tutela judicial 
efectiva  
 
Sentencia, la Corte Constitucional finalmente corrige un error de interpretación que las 
judicaturas ordinarias habían incurrido. Ellas interpretaban textualmente el artículo 24 de la 
LOGJCC y negaban los recursos de apelación que habían sido interpuestos luego de haber sido 
propuestos otros recursos; es decir, contaban los 3 días sin tomar en cuenta el tiempo de 
resolución de los recursos horizontales. De esta manera, se señaló la siguiente regla 
jurisprudencial: „el término para interponer la apelación correrá desde la notificación del auto 
que conceda o niegue la aclaración‟.(p.60) 
 
El artículo 24 de la LOGJCC refiere la “Apelación.- Las partes podrán apelar  en la misma audiencia o 
hasta tres días  hábiles después de haber sido notificadas por  escrito. La apelación será conocida por la  
Corte Provincial; si hubiere más de una sala,  se radicará por sorteo. La interposición del  recurso no 
suspende la ejecución de la  sentencia, cuando el apelante fuere la persona  o entidad accionada” 
 
Lo cual constituye una violación al debido proceso y a la motivación  donde, ya que no se reconoce la 
práctica de los recursos horizontales y haciendo de la interpretación del artículo 24 de la Constitución 
una interpretación textual que no se liga con las apreciaciones del garantismo.  
 
 Y el texto se encontraba hasta entonces solo sujeto a la interpretación literal de los jueces ordinarios 
pero fue ampliado mediante dicha sentencia que en su texto contenía lo siguiente Corte 
Constitucional del Ecuador (2013)   :  
 
Cualquier ciudadano en situación de conflicto legal requiere estar completamente bien informado 
de cada mínimo paso que da el proceso, asimismo debe conocer con certeza los plazos y términos, 
cuántos días y contados desde qué momento tiene para presentar un escrito, solo de esta manera 
estará garantizado su derecho a defenderse debidamente. Para aclarar las dudas surgidas a partir 
de una interpretación textual del artículo 24 de la Ley Orgánica de Garantía Jurisdiccionales y 
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Control Constitucional (LOGJCC) y de las evidentes vulneraciones al derecho del debido proceso, 
la Corte Constitucional emitió esta sentencia. (p.59) 
 
La Corte Constitucional del Ecuador (2013)  señala un informe de la AEP  sobre sentencias 
constitucionales  en porcentajes donde el mayor número de garantías jurisdiccionales es la AEP sin 
embargo en su mayor parte son  desestimadas conforme la política institucional de eficacia de no dar 
trámite a este tipo de garantías.  
Gráfico 6 Consolidado por tipo de acción periodo 06 de noviembre 2012-30 de septiembre 2013. Sala de 
admisión por acciones  
   
Elaborado por: Corte Constitucional: Gestión 2012-2013, p.77 
En este informe aunque no corresponde a la presente investigación se detalla que el noventa por cien 





Gráfico 7 Casos resueltos y decisiones en la sala de admisión   
  
 
Elaborado por: Corte Constitucional: Gestión 2012-2013, p.78 
 
De estas causas solo un (50%) cincuenta por ciento  o más son admitidas para la siguiente etapa de 











Gráfico 8 Casos resueltos y decisiones en la sala de admisión   
 
Elaborado por: Corte Constitucional: Gestión 2012-2013, p.79 
En este gráfico encontramos que del (71.1%) setenta y un porciento de las causas o más se refieren a 
sentencias y dictámenes del pleno con respecto a garantías jurisdiccionales lo cual desde el punto de 
vista de la eficacia institucional constituye un éxito. 
 
BUSTAMANTE (2013) señala que ante el mal uso que se le propiciaba a la acción extraordinaria de 
protección  el periodo de transición de la Corte Constitucional se había pronunciado mediante 
sentencia 017-12-SEP-CC22  
 
(…) la competencia de la Corte Constitucional aplicada por medio de la acción extraordinaria de 
protección, no implica la revisión de aquello propuesto como errado o incorrecto en la sentencia 
emitida por jueces de la justicia ordinaria, incluyendo como tal la valoración de las pruebas 
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presentadas dentro del proceso, sino que incluye la reapertura procesal de un caso en base a la 
vulneración de derechos constitucionales (…).(pp.147-148) 
En este sentido si se presentan normas infra constitucionales que son propias de la justicia ordinaria 
estas deben ser desechadas por no representar el „canal adecuado‟ y en segundo lugar citando la 
sentencia de la Corte Constitucional n.º 0002-11-SEP-CC, Caso n.º 0032-2009-EP.. Así 
BUSTAMANTE (2013)  señala que: 
 
(…)los jueces constitucionales deben comprobar que no existan los canales pertinentes en la 
justicia ordinaria o que el accionante los haya agotado de forma previa a la presentación de la 
acción…[y recalca citando tal sentencia que]… esta garantía jurisdiccional “no ha sido destinada 
para suplir mecanismos para dirimir situaciones jurídicas ya definidas mediante actuaciones 
judiciales que han sido proferidas con sujeción al ordenamiento jurídico vigente(pp.151-152) 
 
Esto surge como lo señala BUSTAMANTE (2013)  ante  la desnaturalización e inseguridad jurídica  
reconocidas en sentencia 0016-13-SEP-CC, Caso n.° 1000-12-EP que señala: 
 
(…)seguridad jurídica en el país, por lo que intentar subsanar la supuesta violación de 
derechos constitucionales mediante procedimientos ajenos a la naturaleza de la garantía 
si genera inseguridad jurídica, pero sobre todo provoca la desnaturalización de la acción 
extraordinaria de protección.(p.149) 
 
Además en palabras de BUSTAMANTE (2013) la sentencia n.° 0016-13-SEP-CC, Caso n.° 1000-12-
EP. Reconoce la jurisdicción contencioso administrativa como competente para el conocimiento de las 
„causas administrativas‟.(p.150) 
 
De manera que BUSTAMANTE (2013) cita que esto “ ya había sido señalado en el periodo de 
transición sentencia de la Corte Constitucional No. n.º 003-13-SIN-CC, Casos 0042-11-IN, 0043-11-IN 




Pero se recalca en la apreciación actualizada de la sentencia n.° 0016-13-SEP-CC, Caso n.° 1000-12-
EP ii dice BUSTAMANTE (2013) indica algo similar “deberá acudirse al recurso de anulación u 
objetivo como el mecanismo jurisdiccional ordinario pertinente e idóneo propio de la jurisdicción 
contencioso administrativa”(p.153)  
 
Para BUSTAMANTE (2013) la “inseguridad jurídica, al vulnerarse otros derechos de naturaleza 
constitucional, como son la tutela judicial efectiva y a la propia seguridad jurídica, consagrados en los 
artículos 75 y 82 de la Constitución de la República, respectivamente”son gracias a esta sentencia 
salvaguardados .(p.50) 
 
Eficacia institucional entorno a la jurisprudencia sostiene BUSTAMANTE (2013) es cuando “la tutela 
judicial efectiva comprende no solo el derecho de acceso a la justicia, sino también el deber de las 
juezas y jueces de ajustar sus actuaciones a lo determinado en la Constitución y la ley”(p.150) 
 
La seguridad jurídica dice BUSTAMANTE (2013)  se encuentra consagrada en la sentencia de la 
Corte Constitucional No Sentencia n.º 0006-09-SEP-CC, Caso n.º 0002-08-EP: 
 
(…) como certeza práctica del derecho y se traduce en la seguridad de que se conoce lo previsto 
como lo prohibido, lo permitido, y lo mandado por el poder público respecto de las relaciones 
entre particulares y de estos con el Estado, de lo que se colige que la seguridad jurídica es una 
garantía que el Estado reconoce a la persona para que su integridad, sus derechos y sus bienes no 
sean violentados y que en caso de que esto se produzca, se establezcan los mecanismos adecuados 
para su tutela. (p.151) 
 
En la jurisprudencia de la Corte Constitucional No. n.° 0016-13-SEP-CC  BUSTAMANTE (2013) 
señala que la AEP no busca una „superposición‟ ante la justicia ordinaria alterando la seguridad 




(…)la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional que precautela la 
materialización de la igualdad material y formal, debido proceso y seguridad jurídica, evitando la 
superposición de la justicia constitucional a la justicia ordinaria…(p.152)  
 
Otra de las aclaraciones señala BUSTAMANTE (2013) que se han logrado mediante  jurisprudencia  
de la Corte Constitucional No. n.º 169-12-SEP-CC, Caso n.º 1568-10-EP.  es que se discrepa los actos 
de procedimiento con el debido proceso entorno a los ‟derechos constitucionales‟:  
 
(…) se convierte en la garantía de los derechos constitucionales del individuo, de la tutela efectiva 
de las libertades e intereses legítimos de las personas. Ocurre la vulneración cuando por acción u 
omisión se ha impedido el ejercicio de uno o varios derechos constitucionales, tales como: la 
defensa, el debido proceso, la igualdad, la libertad, etc., casos en los que la persona creyese 
vulnerado sus derechos debe recurrir a la jurisdicción constitucional...[entrono a los actos de 
procedimiento normas infra constitucionales]… cuando estos no se han cumplido adecuadamente 
o inobservando lo prescrito en el procedimiento legal provocan nulidad, pueden, también provocar 
ilegalidad del acto, casos en los cuales la persona, que se considere afectada por la inobservancia 
de estas normas, puede acudir a la jurisdicción pertinente para remediar estas situaciones.(pp.155-
156) 
 
En conclusión BUSTAMANTE (2013) la jurisprudencia de la  Corte Constitucional No. n.° 0016-13-
SEP-CC, es informativa de las nuevas acciones de la Corte Constitucional entorno a la procedencia de 
la AEP.(pp..156-157): 
 
 El juez que conoce las acciones de la AEP mediante expediente remitido a la Corte 
Constitucional determinaran la naturaleza de los derechos vulnerados. 
 
 El agotamiento de los recursos y canales pertinentes de la vía ordinaria, es decir es residual y 
se aplica a una situación  específica  
 
 En salvaguarda de la seguridad jurídica  y tutela judicial efectiva  en la prevalencia idónea a y 
eficaz de la AEP el juez constitucional puede aceptar o rechazar dicha acción cuando así lo 




STORINI Y NAVAS (2013)  señalan que en el caso de la Constitución ecuatoriana el derecho al 
debido proceso se encuentra dentro de la tutela judicial efectiva así lo expresan las sentencias SCC 
N.030-09-SEP-CC del 29 de septiembre del 2009, 024-09-SEP-CC del 29 de septiembre del 2009, 
STC 004-09-SEP-CCDE 14 de mayo del 2009 y 029-11-SEP-CC DE SEPTIEMBRE DEL 2011:  
 
…Que la tutela judicial efectiva garantiza ampliamente el libre acceso a la justicia , el desarrollo 
del proceso en tiempo razonable y la ejecución de la sentencia…[en este sentido se garantizan  ]… 
El acceso a la jurisdicción, el derecho al debido proceso y la eficacia de la sentencia.(p.61)  
 
STORINI Y NAVAS (2013)  señalan que La Corte Constitucional para el Período de Transición, en 
Sentencia n.º 024-10-SEP-CC, Caso n.º 0182-09-EP, de 3 de junio de 2010, no es clara a la hora de 
definir las limitaciones de la tutela judicial efectiva y el debido proceso : 
 
Lo cual implica dos tendencias yuxtapuestas una que predispone “al debido proceso como parte de 



















ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
5.1. Ineficacia y Estado Constitucional de Derechos 
5.1.1 Formulario Nº1 
¿La AEP (acción extraordinaria de protección) carece de eficacia a nivel  jurídico? 
Cuadro  3 Eficacia jurídica de la AEP 
ALTERNATIVA  ENTREVISTADOS PORCENTAJE 





TOTAL  9 100% 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
 
Gráfico 9Eficacia jurídica de la AEP 
 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
5.1.2. Análisis e interpretación de resultados 
 
La eficacia jurídica, se expresa en los siguientes porcentajes, 60% de los expertos entrevistados 
juristas y una investigadora del área constitucional consideran que los fines del constituyente son 
acatados en su totalidad frente a un 40%, que opinan lo contrario.  
 
El presente gráfico, sobre la eficacia jurídica de la AEP, debe ser entendida en el contexto de la 
ineficacia sociológica, la cual pretende alcanzar los fines previstos por el legislador, de otra manera la 
eficacia por sí o jurídica es inexistente. 
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5.1.3. Formulario Nº2 
¿En la AEP existe ineficacia sociológica, por no encajar  la conducta de sus destinatarios en la norma? 
Cuadro  4 Relación norma conducta de la AEP 
ALTERNATIVA ENTREVISTADOS PORCENTAJE 
Existe relación norma conducta 7 78% 
No existe relación norma 
conducta 2 22% 
TOTAL 9 100% 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
 
Gráfico 10 Relación norma conducta de la AEP 
 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
 
5.1.4. Análisis e interpretación de resultados 
 
En el presente cuadro, el 78% equivalente a (7) siete  de los expertos entrevistados, asegura 
que la eficacia sociológica de la norma coincide positivamente con el acatamiento,  frente al 22% que 
alega lo contrario, esto con relación a la AEP. 
 
Este resultado, expresa por parte de los entrevistados, una tendencia generalizada  a justificar la 
existencia de la AEP en términos correlativos con el Estado de Constitucional de Derechos, pese a la 
existencia de ineficacia sociológica, que rechazaría parcialmente esta expectativa.    
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5.1.5. Formulario Nº3 
¿En la AEP existe ineficacia sociológica, por cuanto, existe reacción al incumplimiento? 
Cuadro  5 Reacción al incumplimiento de la AEP 
ALTERNATIVA ENTREVISTADOS PORCENTAJE 
Existe reacción al incumplimiento 1 11% 
No existe reacción  al 
incumplimiento 
8 89% 
TOTAL 9 100% 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
 
Gráfico 11 Reacción al incumplimiento  de la AEP 
 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
5.1.6. Análisis e interpretación de resultados 
 
En el presente cuadro, se refuerza el orden de sanciones en el incumplimiento de la AEP, 89% 
es decir  8 de los expertos concuerdan, en que  no representa una reacción a las sanciones interpuestas, 
frente al 1% equivalente al 11%, que admite si se produce una reacción positiva dirigida a mejorar la 
figura conforme las sanciones.  
 
La ineficacia sociológica, por reacción al incumplimiento, es uno de los requisitos fundamentales de la 





5.1.7. Formulario Nº4 
¿La AEP carece de eficacia sociológica y de resultado  que hace imposible el desarrollo de los fines 
garantistas? 
Cuadro  6 Cumplimiento de los fines garantistas de la AEP 
ALTERNATIVA ENTREVISTADOS PORCENTAJE 
Cumplimiento de fines garantistas 3 34% 
Incumplimiento de los fines 
garantistas 6 66% 
TOTAL 9 100% 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
 
Gráfico 12 Cumplimiento de los fines garantistas de la AEP 
 
 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
5.1.8. Análisis e interpretación de resultados 
 
En este cuadro de (9) nueve encuestados incluyendo una investigadora en temas 
constitucionales, 34%, consideran que el cumplimiento de los fines constitucionales es eficiente, frente 
a un 66% que considera que el cumplimiento de los fines garantistas por cumplimiento no se produce 
en absoluto. 
 
El cumplimiento de los fines garantistas combina dos de las eficacias más significativas de la doctrina 
jurídica la eficacia sociológica y la eficacia política, con el fin de evaluar si el Estado constitucional de 





¿La AEP adolece de eficacia por resultado, esto es  incoherencia entre normas legales y normas 
constitucionales, por inadecuada incorporación de normas instrumentales? 
Cuadro  7 Desenvolvimiento de las normas instrumentales de la AEP 
ALTERNATIVA ENTREVISTADOS PORCENTAJE 
Buen desenvolvimiento de normas   
instrumentales 4 44% 
Mal desenvolvimiento de normas instrumentales 5 56% 
TOTAL 9 100% 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
 
Gráfico 13  Desenvolvimiento de las normas instrumentales de la AEP 
 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
5.1.10. Análisis e interpretación de resultados 
 
Un 44% de los entrevistados opina, que el desarrollo de las normas instrumentales ha sido 
conforme los fines del garantismo,  mientras un  56% se muestra expectante al desarrollo de las normas 
instrumentales o legales. 
 
El desenvolvimiento de las normas instrumentales, es importante para la obtención del fin garantista, 
ya que, determina el liderazgo de los poderes públicos y la certeza de sus destinatarios, sin embargo, 
los niveles de desconfianza parecen hacerse presentes entre los entrevistados, por la LOGJCC que 





5.1.11. Formulario Nº6 
¿La AEP carece de eficacia política por no materializar la normativa constitucional? 
Cuadro  8 Eficacia por resultados y materialización de la AEP 
ALTERNATIVA ENTREVISTADOS PORCENTAJE 
Eficacia de resultados y materialización 3 36% 
Ineficacia y materialización 
constitucional 6 64% 
TOTAL 9 100% 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
 
Gráfico 14 Eficacia por resultados y materialización de la AEP 
 
 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
 
5.1.12. Análisis e interpretación de resultados 
 
La eficacia por resultados y su posibilidad de materializarse en beneficio de los DESC está 
representada en un 36% de - (3) tres  entrevistados-, mientras  (9) nueve  expertos en el tema 
constitucional aseguran -ante un 64%- que piensa que tal materialización no se produce.  
 
La materialización  desde el  punto de vista de la DESC es el mayor de los beneficios en la eficacia de 
resultados, para conseguir que la `norma fin` del régimen garantista ejecute las  garantías mediando 




5.1.13. Formulario Nº7 
¿La AEP posee un grado sostenido de cumplimiento de la norma, para llegar a los fines propuestos por 
el constituyente? 
Cuadro  9 Eficacia gradual de la norma de la AEP 
ALTERNATIVA ENTREVISTADOS PORCENTAJE 
Efectivo grado de cumplimiento de la 
norma 8 89% 
Inefectivo grado de cumplimiento de la 
norma 1 11% 
TOTAL 9 100% 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
 
Gráfico 15 Eficacia gradual de la norma de la AEP 
 
Elaborado por : Fonseca Leonardo 
5.1.14 Análisis e interpretación de resultados 
 
La eficacia por el grado de cumplimiento, es reconocida por el 89% de los entrevistados en 
número de (8) y solo el 11% de los expertos consultados considera, que no existe tal posibilidad de una 
efectividad sostenida y permanente hacia el fin garantista. 
 
La eficacia de resultados exige, que sus destinatarios y poderes públicos cumplan la norma a cabalidad 
procurando  los fines del legislador, pero desde una perspectiva más flexible esto es mediante un grado 




5.1.15. Formulario Nº8 
¿Los problemas en el acatamiento de la norma, generan inseguridad jurídica? 
Cuadro  10 Acatamiento en la AEP 
ALTERNATIVA ENTREVISTADOS PORCENTAJE 
Ineficacia causa inseguridad jurídica 8 88% 
Ineficacia no causa inseguridad jurídica 1 11% 
TOTAL 9 100% 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
 
Gráfico 16Acatamiento en la AEP 
 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
5.1.16. Análisis e interpretación de  resultados 
 
El 88%  equivalente a 8 expertos de 9 de los entrevistados, reconoce que la inseguridad jurídica 
es la tónica  en la AEP,  frente a un 11% equivalente a uno considera que la inseguridad jurídica no se 
produce. 
 
La ineficacia por resultados explica bien esta situación,  la inseguridad jurídica es la resulta de muchos 
factores como se verá.  Los poderes públicos en el incumplimiento de la normativa causan 






5.2. Inseguridad jurídica 
5.2.1. Formulario Nº9 
¿ La arbitrariedad en la AEP, produce inseguridad jurídica lo que incide en la arbitrariedad? 
Cuadro  11 Arbitrariedad en la AEP 
ALTERNATIVA ENTREVISTADOS PORCENTAJE 
inseguridad jurídico y arbitrariedad 6 67% 
inseguridad jurídica no causa arbitrariedad 2 22% 
No causa inseguridad jurídica 1 11% 
TOTAL 9 100% 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
 
Gráfico 17 Arbitrariedad en la AEP 
 
Elaborado por Fonseca Leonardo 
5.2.2. Análisis e interpretación de  resultados 
 
De nueve entrevistados, uno niega la inseguridad jurídica por arbitrariedad, el  67% restante 
equivalente a (6) seis de los entrevistados,  alega la existencia de tal arbitrariedad y de ellos el 22% 
alega que no podría causar arbitrariedad. 
 
El efecto, la seguridad jurídica en la garantía jurisdiccional de la AEP, innegablemente se produce,  
cuando los poderes públicos no pueden velar su cumplimiento  causando, que en el caso de haberse 
producido una violación  de derechos constitucionales, no cese la arbitrariedad de la justicia ordinaria 





¿Cómo efecto de la inseguridad jurídica  , existe una desnaturalización de la AEP? 
Cuadro  12  Desnaturalización de la figura en la AEP 
ALTERNATIVA ENTREVISTADOS PORCENTAJE 
Desnaturalización de la figura 7 78% 
No causa desnaturalización de la figura 1 11% 
No causa inseguridad jurídica 1 11% 
TOTAL 9 100% 
 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
 
Gráfico 18 Desnaturalización de la figura en la AEP 
 
Elaborado por : Fonseca Leonardo 
5.2.4. Análisis e interpretación de resultados 
 
La desnaturalización por inseguridad jurídica, no es posible, ya que, existe certeza ante los 
poderes públicos, para un  11% de los entrevistados, otro 11% cree que no causa desnaturalización, 
frente a un  78 % que considera que la figura se ha desnaturalizado. 
 
La desnaturalización de la figura, consiste en no enfocar la AEP desde la óptica de la Constitución y 
darle un tratamiento personal, lo cual, involucra un desapego de la realidad y de los fines para los 




5.2.5. Formulario Nº11 
¿Existe una tergiversación de la figura de la AEP en virtud de los problemas de seguridad jurídica? 
Cuadro  13 Tergiversación de la Figura AEP 
ALTERNATIVA ENTREVISTADOS PORCENTAJE 
Tergiversación de la figura 4 45% 
No hay una tergiversación de la figura 4 45% 
No causa inseguridad jurídica 1 10% 
TOTAL 9 100% 
 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
 
Gráfico 19 Tergiversación de la figura AEP 
 
 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
5.2.6. Análisis e interpretación de resultados 
 
La tergiversación de la figura es una realidad aceptada por el 45% de los entrevistados -
expertos en materia constitucional -así el 45% de ellos opina que puede ser una tergiversación la que 
produzca incerteza frente a otro 45% que afirma que no existe una tergiversación de la figura. 
 
La eficacia de resultados, exige que la aplicación de la figura de la AEP se desarrollé en perfecta 
armonía para con los poderes públicos, pero aquello no parece reflejarse en la realidad y se la confunde 





5.2.7. Formulario Nº12 
¿La inseguridad jurídica de la AEP, contraría la Tutela judicial efectiva y el debido proceso? 
Cuadro  14 Tutela judicial efectiva en la AEP 
ALTERNATIVA ENTREVISTADOS PORCENTAJE 
Inseguridad jurídica en la tutela judicial 
efectiva 6 66% 
No inseguridad jurídica de la tutela judicial 
efectiva 3 34% 
No causa inseguridad jurídica 1 10% 
TOTAL 9 100% 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
 
Gráfico 20Tutela judicial efectiva en la AEP 
 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
5.2.8. Análisis e interpretación de resultados 
 
66% de los entrevistados, esto es 6 de los nueve entrevistados consideran que existe 
inseguridad jurídica en relación con la tutela judicial efectiva en la AE,  frente a un 34% que considera 
que reconociendo la existencia de inseguridad jurídica, niegan sus efectos directos en la tutela judicial 
efectiva. 
 
La implicación de la inseguridad jurídica en la AEP, por medio de la tutela judicial efectiva genera 
problemas en el reconocimiento o identificación de una adecuada técnica de la calidad de los fallos en 




¿La inseguridad jurídica produce injerencia en la justicia ordinaria, lo que causa subordinación  
constitucional? 
Cuadro  15 Injerencia ordinaria en la AEP 
ALTERNATIVA ENTREVISTADOS PORCENTAJE 
Inseguridad jurídica e injerencia ordinaria 5 55% 
No inseguridad jurídica  e injerencia ordinaria 2 25% 
No causa inseguridad jurídica 1 10% 
No se pronuncia 1 10% 
TOTAL 9 100% 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
 
Gráfico 21 Injerencia ordinaria en la AEP 
 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
5.2.10. Análisis e interpretación de resultados 
 
55% de los entrevistados equivalente a 5 de un total de nueve considera que la inseguridad 
jurídica esta presente en  la injerencia de la justicia ordinaria en la justicia constitucional  , frente a un  
25 por ciento que no considera que necesariamente esta sea una causa  de injerencia y el 10% que no 
cree en la inseguridad jurídica de la AEP  o que evita pronunciarse. 
 
El entrevistado evitó pronunciarse ya que la AEP y la independencia judicial, es un tema que todavía 
como persona que trabaja en la Corte Constitucional no es respaldada con datos para pronunciarse. . 
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5.2.11. Formulario Nº14 
¿La injerencia constitucional,  produce manipulación en la justicia? 
Cuadro  16  Injerencia constitucional y AEP 
ALTERNATIVA ENTREVISTADOS PORCENTAJE 
Injerencia constitucional 1 10% 
No injerencia constitucional 8 90% 
No inseguridad jurídica 1 10% 
TOTAL 9 100% 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
 
Gráfico 22 Injerencia constitucional y AEP 
 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
5.2.12. Análisis e interpretación de  resultados 
 
En el cuadro 10% de los expertos entrevistados coindice, en que existe una injerencia 
constitucional frente a un 90% , que se manifiesta muy contrario a esta tendencia y un 10% , que 
consideró que la AEP no presenta tal injerencia . 
 
La AEP presenta para las personas entrevistadas  una injerencia en la justicia ordinaria que es grave, 
porque al no identificar adecuadamente los derechos violados en sentencia citando a Grijalba, se 




5.2.13. Formulario Nº15 
¿La evasión de responsabilidades de la justicia ordinaria  produce inseguridad jurídica? 
Cuadro  17 Evasión de responsabilidades de la justicia ordinaria en la AEP 
ALTERNATIVA ENTREVISTADOS PORCENTAJE 
Evasión de responsabilidades injerencia 
ordinaria 8 80% 
No existe relación 1 10% 
No inseguridad jurídica 1 10% 
TOTAL 9 100% 
Elaborado por: Leonardo Fonseca 
 
Gráfico 23 Evasión de responsabilidades de la justicia ordinaria en la AEP 
 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
5.2.14. Análisis e interpretación de  resultados 
 
En el presente cuadro 80 % de los entrevistados, considera que existe una injerencia en la 
justicia constitucional por parte de la justicia ordinaria, frente a un  20% que desconoce estos efectos 
total o parcialmente. 
 
Es razonable este criterio si tomamos en cuenta que los entrevistados coinciden en manifestar, que las 
decisiones de la justicia vienen de un tronco común el constitucional y cualquier alteración a ese orden 
causa expectativa en los entrevistados.  
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5.2.15. Formulario Nº16 
¿El desecho de las causas administrativas, está coligado a la injerencia ordinaria  en el cumplimiento de 
la AEP? 
Cuadro  18  Injerencia ordinaria en los actos administrativos en la AEP 
ALTERNATIVA ENTREVISTADOS PORCENTAJE 
Injerencia ordinaria en los actos administrativos 3 35% 
No existe relación 5 55% 
No inseguridad jurídica 1 10% 
TOTAL 9 100% 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
 
Gráfico 24 Injerencia ordinaria en los actos administrativos en la AEP 
 
Elaborado por Fonseca Leonardo 
5.2.16. Análisis e interpretación de resultados 
 
Un cuadro donde el 35% de los entrevistados, asegura que los actos administrativos no son 
tutelados por la AEP , frente a un 55%, que alega que esta deslegitimación no guarda relación con la 
inseguridad jurídica de la AEP . 
 
Esta respuesta es razonable, porque todos los criterios doctrinarios escritos hasta la actualidad han sido 
enfocados en deslegitimar los actos administrativos de dicha acción, por lo cual, la vía más efectiva 
para ellos es buscar otras vías de acción. 
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5.3. Eficacia jurisprudencial  
5.3.1. Formulario Nº17 
¿De su criterio sobre la eficacia jurisprudencial en la AEP? 
Cuadro  19 Eficacia jurisprudencial en la AEP 
ALTERNATIVA ENTREVISTADOS PORCENTAJE 
Satisfactoria jurisprudencia constitucional 5 55% 
Insatisfactoria jurisprudencia  constitucional 4 45% 
TOTAL 9 100% 
Elaborado por: Fonseca Leonardo 
 
Gráfico 25 Eficacia jurisprudencial en la AEP 
 
Elaborado por:Fonseca Leonardo  
5.3.2.Anàlisis e interpretación de resultados 
 
El 55% de los entrevistados (expertos en materia constitucional), considera que la 
jurisprudencia constitucional entorno la AEP es bastante beneficiosa para el paìs en tanto el otro 45% 
restante, considera que la jurisprudnecia constitucional en cuanto AEP tiene un camino largo por 
recorrer. 
 
La eficacia jurisprudnecial, es uno de los temas mas novedosos dentro del rango de las eficacias bajo 
las cuales se interpretó la AEP, para lo cual hay que vincular dos sistema legales dísimiles el common 
law y el  civl law . 
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5.4. Verificación De La Hipótesis 
 
En el transcurso de la investigación, se apostó por una hipótesis nula la cual fue, la existencia 
de la ineficacia sociológica y política en la AEP en la etapa de sentencia y una hipótesis alternativa, 
que se basó  en la ineficacia jurisprudencial. 
 
La hipótesis alternativa, consistente en la ineficacia jurisprudencial de la AEP en la etapa de sentencia, 
buscó relacionar de manera indirecta la jurisprudencia en el sistema legal ecuatoriano vinculada a la 
evidente ineficacia por cumplimiento y resultado  con criterios de la Corte Constitucional periodo en  
funciones año 2012-2013 en Quito.  
 
De (5) cinco expertos entrevistados de una población de (9) juristas e investigadores del tema 
constitucional (4) rechazaron dicha hipótesis negativa dando un promedio de (1) en el criterio 
dirimente, ¿quiero saber su grado total o parcial de aceptación de esos entrevistados?. 
 
H1=Hipótesis alternativa  
Nueve  expertos no aceptan totalmente  la ineficacia jurisprudencial a la eficacia sociológica y 
política.  
   
 
 
Se determina el valor de significancia en 0.1  utiliza un alfa  de 10%  en razón de error valor de 
confianza del 90% 
 
Se da la probabilidad acumulada en el programa Excel mediante distribución normal estándar inversa 
que contenga el nivel de confianza más la mitad de alfa lo que nos da como valor el siguiente  
1,64485363. 
 
Siendo el intervalo entre z positiva y z negativa el siguiente z-=-1,64485363 y z+= 1,64485363 en 
calidad de intervalo. Por lo tanto se encuentra dentro de rango de aceptación  negativa de la hipótesis 





Cuadro  20 Aceptación de la hipótesis alternativa  
Símbolo  número  características  
 = 5 promedio considerado de la hipótesis nula  
X = 4,5 valor medio de la población  
 = 1 desviación estándar  de la muestra  




  4 desviación estándar tipificada (sigma raíz de la población  ) 
z= -0,125 valor de z tipificado (media maestral -la media poblacional sobre sigma tipificada ) 
Elaborado  por: Fonseca Leonardo  
 
Gráfico 26 Nivel de aceptación de la hipótesis alternativa  
 









La AEP como garantía jurisdiccional, pretende la defensa efectiva de los derechos 
constitucionales siendo beneficiosa  para el país, sin embargo,  presenta sendos problemas de 
aplicabilidad en base a la confusión, la mala fe entre sus destinatarios y los poderes públicos 
produciendo ineficacia sociológica y política.  
 
De esta manera, se produce, el que constituye el principal problema de la  AEP, sin embargo,  no 
siempre se lo identifica,  quizá porque el principio de inseguridad jurídica,  se presta a una suerte 
correlativa con el principio de independencia jurisdiccional del que no muchos tratadistas quieren oír 
hablar. 
 
La seguridad jurídica que se amplifico en gran medida en este trabajo requiere ser mas protegida y 
accesible a fin de que no se quebrante los andamiajes del sistema jurídico nacional pues a mayor 
seguridad jurídica, mayor comprensión de las nuevas figuras constitucionales. 
 
Sigue preocupando la falta de esclarecimiento de ciertos principios, e incluso el constante 
pronunciamiento de los poderes públicos para aclarar tal o cual inquietud comenzando con las palabras 
“es verdad hay confusión” debería decirse que el sistema no está libre de fallas que los errores en 
cualquier momento pueden ocurrir. 
 
La ineficacia por jurisprudencia constitucional demanda convergencia entre sistemas jurídicos pero no 
se especifica si esta- ¿será buena o mala para el país- ¿hay quienes mantienen sus reservas. 
 
Empero la jurisprudencia coadyuva a esclarecer los límites jurisdiccionales de la AEP limitando la 








La ineficacia en la AEP se produce en tres niveles siendo los más significativos la ineficacia 
sociológica que busca la adaptación a la conducta normativa y verificar cómo reaccionan estas frente a 
la sanción; en tanto la ineficacia por resultados  busca los resultados el grado de aplicación de la norma, 
y en la mayoría de trabajos se descarta la eficacia jurídica. 
 
Las observaciones de cuarta instancia, cosa juzgada son las expresiones mas trilladas para un trabajo 
con AEP ya cientos de trabajos las han sacado a relucir aquí solo se las ha ejemplificado para seguir 
describiendo y profundizando en la discusión de la seguridad jurídica como principal soporte de la 
actividad judicial y legal. 
 
No existe un estudio pormenorizado de los efectos de la AEP en la legislación ecuatoriana que permita 
dirimir sobre asuntos como la eficacia razón por la cual se presenta una propuesta dirigía a estudiar 
mediante el método del caso 200 resoluciones lo que tomaría un año para su realización ha decir de la  





























Estudio de la eficacia por cumplimiento y resultado en la acción extraordinaria de protección, 
en la etapa de sentencia: Corte Constitucional 2012-2013, en Quito. 
 
6.2. Datos  informativos 
 
El proceso investigativo se desarrolló en el CEDEC Centro de Estudio y Difusión del Derecho 
Constitucional, órgano de  la  Corte  Constitucional del  Ecuador  encargado  de la  investigación,  en  
distintas  áreas  y líneas de  investigación constitucional   y se lo aplicará en la  Universidad Central del  







6.3. Antecedentes de  la  propuesta 
 
La  AEP al  ser  nueva  en  el  Ecuador  ha  sido   abordada desde un  debate inicial  sobre dicha  
figura  garantista cuando   interponerla,  en  que tiempos, la  categoría  residual de  la  acción, 
interpretación constitucional lógico jurídica,  y  análisis  filosóficos   jurídicos, relación con aspectos  
administrativos, etc. De esta  línea de  análisis son  los  trabajos de García Falconí (2008) La corte 
constitucional y la Acción Extraordinaria de Protección en la nueva constitución política del Ecuador y 
Cueva (2011) Acción Constitucional Extraordinaria de Protección. 
 
La AEP en muchos  estudios superiores de tercero y cuarto  nivel, ha  sido tratada  dentro del régimen 
de  garantías  vigentes  en  el  Ecuador,  en  comparación con  otras garantías  jurisdiccionales 
imposibilitando el comprender los problemas  de sus  grados de eficacia en  torno a  la seguridad  
jurídica.  
 
STORINI y NAVAS (2013) en su  libro  La acción de protección en Ecuador realidad jurídica y social 
son  pioneros en  explorar  los  rangos de  eficacia en  una  garantía  jurisdiccional en el  Ecuador,  pese 
a que el estudio se  basa  en  otra garantía  jurisdiccional  próxima a la AEP y se centra en Cuenca  y  
Guayaquil. 
  
Otro  de  los  trabajos  relativos  a la  presente  propuesta es  el de  Ávila y  Grijalva (2012) titulado  
Eficacia de las garantías jurisdiccionales, un Informe de  investigación del  Comité de Investigaciones 
de la  Universidad Andina  Simón Bolívar,  que  no   profundiza sobre  la AEP y  tiende a vincularlo  









La presente investigación estuvo orientada a fomentar  la discusión y  debate, se respalda en un  
estudio documental, que al   ejecutarse  comprobó que  los límites de la eficacia de la AEP   son 
sociológicos y políticos, así como también que estos resguardan limitaciones jurisprudenciales que 
deben ser perfeccionadas. 
 
Esta propuesta se justifica porque los destinatarios de la norma constitucional en sentencia reconocen 
haber planteado mal la acción, y hubiesen querido retrotraer el tiempo al punto en que pudieron haber 
tomado otras acciones legales, lo que representa incerteza e inseguridad jurídica como se ha 
manifestado constantemente. 
 
No   hay estudios profundos con respecto  a la AEP con relación a sus ineficacias por  cumplimiento  y  
resultado desde la  perspectiva de la inseguridad jurídica,  entendida esta como grados de incerteza 




6.5.1. Objetivo general 
 
Se  realizó  un  estudio  para  al debate  sobre la eficacia por cumplimiento y resultado en la 






6.5.2. Objetivos Específicos  
 
 Se realizó un  estudio  que  permitió traer a discusión los  niveles de  inseguridad  jurídica 
producidos  por la ineficacia política  y  social  de la  AEP .   
 
 Se  efectuó   un estudio,  que  permitió  ampliar  el  debate  sobre la las  ineficacias políticas  y  
sociales  en  la  AEP  y  sus  repercusiones  en  el  régimen de  garantías  del  Estado social de 
derechos.   
 
 Se analizó  los  nuevos  planteamientos jurisprudenciales   en  torno  al  tema de  la AEP,  
emitidos por la  Corte  Constitucional que  dan  fe  de una relación enre poderes  públicos y  
destinatarios de la norma,  por  mejorar   
 
6.6. Análisis de factibilidad 
 
La  factibilidad de  la  presente  propuesta es  social,  política  y  cultural porque antes d su  
ejecución no  existía  un  estudio  detallado de  la  AEP en  correlación  a sus  ineficacias  políticas  y  
sociales, así  como  de los  distintos  niveles de inseguridad  jurídica  que  produce  en  el Estado  
Constitucional de  Derechos  en  Quito y en  los  años   2012-2013  primer  año  posterior al  período de 




La  presente  propuesta  se fundamentó en  la  necesidad  imperiosa de debatir sobre  el  
refuerce  del régimen de  garantías  del  Estado  constitucional de  derechos,  una  teoría Ferrajiolina 
garantista, que sustenta  la  eficacia de  las  garantías jurisdiccionales en  este  caso  AEP , en   base a  
su  correlativa eficacia  social y  de  resultado  lo  que implica  obviar  la  inseguridad  jurídica 





La  presente  propuesta  tuvo  en  su  fase  previa  el estudio  documental de  todo  texto en  
materia  constitucional  que  en   materia de  AEP  se  haya  publicado  en  el  país,  en   los  últimos  
cinco  años, en  su  fase de  desarrollo   los  métodos  intuitivos  de la  metodología de  la investigación 
jurídica  y  en  su  generalización  el  apoyo del  talento   humano que  incluyó  investigadores,  

















6.9. Plan  de  acción 
Cuadro  21 Plan de acción   
 
Competencias  u   objetivos   Estrategias  
metodológicas  
Recursos   Evaluación   
 Eficacia por 
cumplimiento y 
resultado en la acción 
extraordinaria de 
protección, en la etapa 
de sentencia: Corte 
Constitucional 2012-
2013, en Quito. 
 Niveles de  
inseguridad  jurídica 
producidos  por la 
ineficacia política  y  
social  de la  AEP .   
 Ineficacias políticas  y  
sociales  en  la  AEP  y  
sus  repercusiones  en  
el  régimen de  
garantías  del  Estado 
social de derechos.   
 Nuevos  
planteamientos 
jurisprudenciales   en  
torno  al  tema de  la 
AEP,  emitidos por la  
Corte  Constitucional  
Revisión de material   
bibliográfico  
actualizado   
Talento humano 
del CEDEC 
Centro de  
Estudios  y 
difusión  del  
Derecho  
Constitucional 
(órgano de  la 
Corte  
Constitucional ) 
Material   
bibliográfico  
sin  costo   
gratuito  y  de  
difusión  
masiva   
 
 
Entrevistas  con   
juristas  y  
especialistas  en  el 
tema constitucional   





legitimidad de la 
justicia constitucional, 
Quito 6-8 de 
noviembre del 2013, 
Holtel Hilton Colón, 
certificado 16 horas de 
duración 
Corte  
constitucional   
Seminario  
gratuito   
Recolección de 
información en  base a 
trabajos de cuarto   
nivel   sobre  el tema 
de la  eficacia en  la 
AEP     
Repositorio 
digital  de la 
Universidad 
Andina  Simón   
Bolívar   
Ingreso   
gratuito   




6.10. Administración de  la  propuesta 
 
La  presente  propuesta se  basó  en  el  Benchmarking que  consistió  en  conocer  el  
planteamiento de otras  propuestas  y  trabajos de  investigación sobre  el  tema  a  fin de  hallar  
mejoría.   
 
6.11. Plan  de  monitoreo   y  evaluación 
 
La  información se sistematizó tomando   en  cuenta  la experticia de  los  grupos  focales  
vinculados,  nueve  expertos  en  materia constitucional a fin  de  concluir  los  análisis  cuantitativos  y  
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De mis Consideraciones 
No puedo iniciar la entrevista, sin agradecer, lo accesible de su persona y el denodado 
apasionamiento por la materia constitucional, así como,  su activismo profesional, que en su 
caso, no solo se expresa en las letras de sus interesantes artículos y deliberaciones. Sin más 
tiene usted la palabra.  
 




2.- ¿En la AEP existe ineficacia sociológica, por no encajar  la conducta de sus destinatarios 
en la norma? 
 
 





4.-¿La AEP carece de eficacia sociológica y de resultado que hace imposible el desarrollo de 
los fines garantistas? 
 
 
5. ¿La inadecuada intromisión de normas  instrumentales hace que la AEP adolezca de 









7.-¿La AEP posee un grado sostenido de cumplimiento de la norma que  le  permite alcanzar  










9.-¿La inseguridad  jurídica en la AEP produce  arbitrariedad  en  la  correlación poderes 




10.-¿Cómo efecto de la inseguridad jurídica existe una desnaturalización de la AEP? 
 
 
11¿Existe una tergiversación de la figura de la AEP en virtud de la inseguridad jurídica? 
 
12.-¿La inseguridad jurídica de la AEP contrarían la tutela judicial efectiva y el debido 
proceso? 
 
13.-¿La inseguridad jurídica en  la  AEP  produce injerencia en la justicia ordinaria lo que 
causa subordinación  constitucional? 
 
14.- ¿La injerencia constitucional o manipulación en la justicia ordinaria es  otra de las causas 




15.¿La evasión de responsabilidades de la justicia ordinaria es producida  por la inseguridad 
jurídica  en la  AEP? 
 
16.-¿El desecho de las causas administrativas es correlativo a la inseguridad jurídica de la  
AEP? 
 
17.-¿De su criterio sobre la eficacia jurisprudencial en la AEP esto es la jurisprudencia  

























Foto del seminario Internacional Procesos constituyentes y legitimidad de la justicia 
constitucional, Quito 6-8 de noviembre del 2013, Hotel Hilton Colón, certificado 16 horas de 
duración.  
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